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El señor Miiiistro de Jrtsiicia (Ledesiiiu Bartrei) preseriia el 
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5012 Articulo 1.0del proyecto de Ley. . . . . . . , . . . . 
El sriior Riri: Gallardoii defieiide las eiiiiiieirdas del Grirpo 

Poprrkar. Eii tiirno eii coiitra iiiiervieiie, por el Grirpo So-, 
cidisla, el seiior G'raiiados Calero. Para re'plica hacen irso 

de la paluhru los seiiores Ririz Gallardoii Gruriados Cale- 
ro. 

El seiior Moriresdeoca Sáiichez defieiide la eniiiietida forrnir- 
lada por el Grirpo Popirlur al articirlo 10 de la Lev. Ei se- 
iior Caiiellas Foiis defiende la eiiriiiendu iiiíniero i 12. del 
Grirpo Popiiiar. Eti tiirno eii contra de las eniiiiendas al 
articirlo 10 de la Lev iiiiervirne el seilor Mova Milanks 
(Grirpo Socialista). Pura réplica intervienen los señores 
Moiiiesdeoca Sánchez v Cailellas Fons. Les contesta de 
iirrevo el serior Mova Milaiiés. 

Soiiielidus a voiacióti las eninieiidas del Grupo Popular al 
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artículo 10 de la Ley, son desestimadas. Se aprueba el tex- 
to del dictamen al citado artículo 10 de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil. Se aprueban los artículos 13, 14, 16 a 19 y 21 
y 22 de la Ley conforme al texto del dictamen. 

El señor Ruiz Gallardón defiende las restantes enmiendas 
del Grupo Popular al artículo 1.0 del proyecto de Ley. En  
turno en contra interviene el serfor Barrero López. 

Se someten a votación y son aprobadas las enmiendas tran- 
saccionales relativas a los artículos 23 a 50 de la Ley, in- 
cluidos en el articulo 1.0 del proyecto. 
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5013 Artículo 2.0 del proyecto de Ley. .. . . . . . . . , . 
El señor Caíiellas Fons defiende las enmiendas 326 y 361, del 

Grupo Popular, al articulo 84 de la Ley En  turno en con- 
tra interviene el señor Granados Calero (Grupo Socialis- 
ta). 

Sometidas a votación las enmiendas 326 y 361, son desesti- 
madas. Se aprueba el artículo 2.0 del proyecto de Ley. 
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5014 Artículo 3.0 del proyecto de Ley..  . . . . . . . . . . 
El señor Pillado Montero defiende las enmiendas niirnwros 

151 y 153, del Grupo Popular. En turno en contru intervir- 
ne el señor Navarrete Merino (Grupo Socialista). 

Sometidas a votación, son desestimadas las enmiendas 151 v 
153, del Grupo Popular, y 95, del Grupo Centrista. Se 
aprueba el texto del dictamen al artículo 3.0 del provecto 
de Ley. 
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5020 Artículo 4.0 del proyecto de Ley. . . . . . . . . . . . 
El señor Caíiellas Fons defiende las enmiendas mantenidas 

por el Grupo Popular al presente artículo. En  turno en 
contra interviene el señor Navarrete Merino, por el Grupo 
Socialista. El señor Vega Escandón defiende la enmienda 
número 339. En  turno en contra interviene el seíior Nava- 
rrete Merino. 

Sometidas a votación las enmiendas mantenidas por el Gru- 
po  Popular, en relación con el artículo 4.0 del proyecto de 
Ley, son desestimadas. Es aprobada una enmienda tran- 
saccional del Grupo Socialista en  relación con el artículo 
300 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Se aprueba el texto 
del dictamen en relación con el artículo 4.0 del proyecto de 
Ley. 

Se levanta la sesión a la una y cuarenta v cinco minutos de 
la tarde. 
Se reanuda la sesión a las diez y veinte minuios de la 

manana. 

DICTAMENES DE COMISIONES (Continuación): 

- DE LA COMISION DE JUSTICIA E INTERIOR SO- 
BRE EL PROYECTO DE LEY DE REFORMA UR- 
GENTE Y PARCIAL DE LA LEY DE ENJUICIAMIEN- 
TO CIVIL 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En- 
tramos en el debate del número 2 del punto cuarto del 
orden del día, dictamen de la Comisión de Justicia e Inte- 
rior, sobre el proyecto de Ley de reforma urgente y par- 
cial de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Para su presentación, tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, iniciamos esta manana los 
debates sobre el dictamen de la Comisión de Justicia e 
Interior para una reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 

En el inicio de esta intervención, que, desde luego, va a 
ser breve, creo que es bastante sensato preguntarse: ¿Es- 
ta reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil es una re- 
forma estrictamente tbcnica? ¿Puede interesar o no polí- 
ticamente a los ciudadanos? ¿Es algo sólo de Abogados, 
de Procuradores, de Jueces? Realmente, ¿qué beneficios 
pueden obtener los ciudadanos en el caso de que este 
proyecto de Ley -hoy dictamen- sea aprobado? ¿La 
reforma tiene alguna relación con los problemas que de 
verdad preocupan a la gente, a las personas, tales como 
los que se plantean cuando, por ejemplo, uno pretende 
obtener la indemnización que le debe una compañía de 
seguros o. sencillamente, obtener el cobro de un crédito o 
evitar que a uno le reclamen lo que no debe o conseguir 
que le reparen a uno la vivienda que la companía inmo- 
biliaria le ha vendido con defectos ocultos? 

{La reforma va a servir para tratar de avudar a los 
ciudadanos en la solución de estos problemas? Incluso 
me atrevo a hacerme una última pregunta: ¿Va a evitar 
esta reforma de la Lev de En,juiciamiento Civil que se 
siga diciendo eso que todos alguna vez hemos oído -se 
dice normalmente en voz baja, aunque también algunas 
veces en voz alta-: que la justicia civil es una justicia 
cara y lenta? ¿Va a servir para que no se diga, como se 
dice, que los litigios menores es preferible no plantearlos 
en sede procesal, porque cuesta más plantearlos ante los 
Tribunales, y que las cuestiones en cuantía importante es 
preferible llevarlas a instancias de heterocomposición ex- 
trajudiciales? ¿Va a servir esta reforma para que esto no 
se pueda seguir diciendo? 
Yo deseo y creo que esta reforma permite contestar 

positivamente a las preguntas que me he hecho. Creo que 
es una reforma que puede interesar políticamente a los 
ciudadanos, que va a representar beneficios para ellos en 
la solución de esos problemas que he señalado y que, 
desde luego, va a tratar de evitar que se sigan haciendo 
esas afirmaciones que me he atrevido a formular hace 
breves instantes. 

Desde luego, esta reforma no es una reforma exclusiva- 
mente técnica. Utiliza, naturalmente, instrumentos téc- 
nicos, pero tiene unos designios claramente políticos, que 
son de los que pienso hablar a lo largo de esta interven- 
ción. Al  designio político, señorías, de legislar para el 
pueblo desde las exigencias de un Estado social y demo- 
crático de Derecho responden, por ejemplo, estas innova- 
ciones que introduce el dictamen v aue. fundamental- 
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mente, en un resumen muy apresurado, son las siguien- 
tes: a un designio político evidente responde, por ejem- 
plo, la extensión de la posibilidad de litigar gratuitamen- 
te. Me alegra decir que esta innovación ha sido introdu- 
cida por S S . S S . ,  la ha introducido el Congreso de los 
Diputados, recogiendo también, es justo decirlo, una ini- 
ciativa original del Consejo General del Poder Judicial. 
El propósito de esta reforma radica en el objetivo de 
facilitar el acceso de los ciudadanos a la Administración 
de Justicia. Ya no se va a hablar en lo sucesivo de benefi- 
cio de pobreza, sino del reconocimiento del derecho a 
una justicia gratuita cuando el litigante carezca de los 
recursos suficientes para obtener el amparo judicial. 

A un designio político también muy claro, senorías, 
obedecen las reformas que se introducen en la regulación 
del recurso de casación. iOuk es lo que pasa hoy con el 
recurso de casación?, y no hace falta ser Letrado dedica- 
do a esta tkcnica tan compleja para saberlo. Hoy hav que 
salvar una verdadera carrera de obstáculos para obtener 
un pronunciamiento en materia civil de la Sala Primera 
del Tribunal Supremo. Entre esos obstáculos, por ejcm- 
plo, dejará de estar, si esta Lcv se aprueba, el que consis- 
tía en tratar de averiguar quk era el documento auténti- 
co. La verdad es que esto determino únos cfectos politi- 
cos graves e inconvenientes. Esto impidió que el Tribu- 
nal Supremo cumpliese absolutamente la función impor- 
tantisima que le está encomendada, que es ni más ni 
menos que la de unificar la interpretación de la Lev y ,  a 
trav6s de la unificación de la interpretación de la Ley, la 
unificación o el mantenimiento de la unidad del ordena- 
miento ,jurídico. Funciones tan importantes quc  ya los 
revolucionarios franceses dijeron que era una función 
cuasi legislativa. 

Pues bien, la reforma va a tratar de superar esos obstá- 
culos v esas dificultades, v lo va a hacer al rcducir a uno 
los dos recursos hasta ahora existentes: por infraccibn de 
la Lcv v por quebrantamiento de forma; a cinco de los 
quince motivos e n  que hasta ahora se puede fundar el 
recurso de casación, al eliminar, por ejemplo, el injustifi- 
cado rigor formal con que la casación ha venido configu- 
rada hasta ahora, al permitir la subsanación de defectos 
e,  incluso, al establecer la posibilidad de llegar ((per sal- 
turna ante la Sala Primera del Tribunal Supremo sin 
pasar por la instancia intermedia de la apelación. 

Pero tambikn a un designio claramente político, el de 
eliminar dilaciones indebidas en un proceso que se quie- 
re apresurar para que llegue pronto a su final, responden 
reformas que este provecto introduce, como, por cjem- 
plo, las siguientes: la rcforma e n  virtud de la cual se 
especifican los plazos quc hasta ahora venían siendo con- 
figurados como abiertos o indefinidos. La reforma en vir- 
tud dc la cual se suprime la prorrogabilidad de los pla- 
zos, que causaba una grave perturbación. O la reforma 
e n  virtud de la cual en lo sucesivo va n o  va a scr obliga- 
torio el acto de conciliación. 

¡Cuánta frustración se producía cuando, dcspu6s de ha- 
ber gastado tiempo, dcspu6s de haber gastado dinero, 
dcspu6s de haber llegado al final de un proceso, la scn- 
tciicia que rccaia era una sentencia que no resolvía el 

problema que a los ciudadanos les había empujado a 
plantear su controversia ante el Juez o ante el Tribunal! 
¡Qué profunda frustración porque el pronunciamiento se 
quedase en aspectos formales y no entrase en el proble- 
ma de la vida que latía debajo de esos papeles y de ese 
proceso! 

A los políticos nos correspondía introducir las innova- 
ciones que evitasen esta frustración, y a eso tiende, por 
ejemplo, la comparecencia saneadora, por utilizar expre- 
siones de la oposición, en el juicio de menor cuantía, que 
v a  a facilitar el que eso no se produzca, que va a facilitar 
el enjuiciamiento de las cuestiones de fondo. 

A un designio político también muy claro, senorías, 
responde el propósito de incrementar el protagonismo 
del Juez en el proceso civil .  

A mi me gustaría que todos ustedes vieran en estas 
reformas, a las que luego voy a hacer referencia, la expre- 
sión política de la confianza en el órgano jurisdiccional, 
pero no ya una confianza en cuanto a la decisión en si 
misma, sino incluso también una confianza en la activi- 
dad que el Juez desarrolle (( in procedendo)), impulsando 
el proceso, haciéndolo evolucionar. Precisamente para 
incrementar este protagonismo del Juez en el proceso se 
le encomienda la facultad de examinar, sin alegación de 
parte, la concurrencia de aquellos requisitos cuva falta 
frustra los procesos o los fines de los procesos, v se le 
atribuve tambikn la posibilidad de practicar pruebas de 
oficio. 

Tiene que dejar de ser el proceso un instrumento que 
pueda ser utilizado de mala fe para dilatar, al amparo 
del movimiento inflacionista de la economía, el cumpli- 
miento de las obligaciones, y por eso ese tipo de conduc- 
tas temerarias tiene que recibir la correspondiente san- 
ción en el proceso, v a eso tiende, senorías, la nueva rcgu- 
lación de la condena en costas. 

Tambien, jcuántas veces hemos leído, cuántas veces se 
nos ha comunicado el espectáculo bochornoso que la 
Prensa, por utilizar una frase muv lapidaria v muy tele- 
gráfica, ha recogido cuando ha hablado del negocio de 
los subasteros! ¡Cuántas actuaciones han permitido la es- 
peculación de personas sin conciencia en perjuicio de 
otras personas de muy buena fe! Pues bien, para evitar 
esto, para que esto no se produzca, la Ley procede a 
realizar una reforma tambih  en el sistema de subastas 
judiciales. 
Y, por terminar con la indicación de algunas de las 

reformas que expresan ese designio, creo que puedo ha- 
cer una referencia a la voluntad del Gobierno de afrontar 
y resolver problemas reales de la sociedad espanola a 
trav6s. por ejemplo. de una puesta al día de los módulos 
cuantitativos de los procesos, que (fíjense ustedes) esta- 
ban inaltrrados desde 1966, v a Iraves, por ejemplo, de la 
reforma en virtud de la cual se aclaran las dudas que 
habían surgido en el procedimiento a la hora de resolver 
ejecutivos fijados en moneda extranjera, de deudas fija- 
das en moneda extranjera. 

Estas son algunas de las reformas que obedecen a los 
designios políticos que he ido indicando, pero me dirán 
ustedes, v con toda razón: la Ley es posible que est6 bien. 
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pero para que esta Ley funcione es necesaria una infraes- 
tructura judicial que la pueda aplicar. ¿Qué se está ha- 
ciendo sobre eso? Tengo que dar respuesta a esta pregun- 
ta, señorías, porque es una pregunta llena de sensatez, de 
buen sentido y de razón. Voy a decirles qué es lo que con 
referencia exclusiva a la justicia civil (omito, por consi- 
guiente, cualquier referencia al orden penal, al conten- 
cioso-administrativo y al laboral) se ha hecho a lo largo 
de 1983. 

A lo largo de 1983 se han creado 136 plazas de Jueces y 
Magistrados para lo civil. Piensen ustedes que la planti- 
lla judicial actual no llega a 1 .iOO funcionarios y,  si me- 
ditan en esta última cifra, comprenderán que el esfuerzo 
que se ha,hecho a lo largo de 1983 ha sido un esfuerzo 
importante. Junto a él se ha incrementado también nota- 
blemente la plantilla de la Carrera Fiscal, y en el UBole- 
tin Oficial del Estadon de hace muy pocos días se ha 
publicado la nueva plantilla, también con un crecimien- 
to importante en cuanto al número de Fiscales. 

Hemos incorporado a los Juzgados de lo Civil, a los 
Juzgados de Familia, equipos que venían siendo reclama- 
dos por la sociedad y también, naturalmente, por ustedes 
en cuanto a expresión de la sociedad, titulares de la sobe- 
ranía popular. Por primera vez en la historia de esta 
jurisdicción civil hay equipos de psicólogos y de asisten- 
tes sociales funcionando ya desde hace muchos meses. 

Más Jueces, más Fiscales, más técnicos al servicio de 
los Juzgados de Familia. ¡Cuántas veces he oído decir, 
desde dentro y desde fuera de la función jurisdiccional, 
que había que retribuir mejor al conjunto de Cuerpos y 
de personas que desempeñan ese trabajo! También lo 
hemos hecho, señorías. Lo digo con toda honestidad y 
con toda objetividad. A lo largo de 1983 se ha dictado un 
Decreto en virtud del cual se ha establecido un nuevo 
sistema retributivo, que ha significado el mayor incre- 
mento, tanto en términos comparativos con otros Cuer- 
pos de funcionarios, como comparativamente con otros 
incrementos de años anteriores. 

Más Jueces, más funcionarios judiciales, mejor retri- 
buidos, con más medios a su alcance. ¡Cuántas veces he 
oído decir que no se hace nada en cuanto a la puesta a 
disposición del aparato judicial de más medios! Y cuan- 
do lo oigo me parece que no se está siendo objetivo en el 
planteamiento de esa cuestión, en términos absolutos. 
Comparen ustedes, señorías, que en el año 1982 el total 
de créditos presupuestarios afectados a la Administra- 
ción de Justicia fue de 27.540 millones de pesetas y en 
1984 ha sido de 41.628 millones de pesetas: un creci- 
miento del 51 por ciento. Son datos reales, y yo creo que 
las cifras cantan aquí una gran dosis de verdad y de 
realidad. 

Soy consciente, señorías de que hoy más que nunca es 
cierta la referencia a la escasez en la Administración, 
pero me parece que es indiscutible que entre las necesi- 
dades a cuya satisfacción más recursos está destinando el 
Gobierno, ocupa un lugar destacado la Administración 
de Justicia. Y me importa decir, no sin un acento un 
poco enfático, que esos medios materiales, estos instru- 
mentos procesales, los ha puesto en manos de los Jueces 

el pueblo español, por la decisión política de un Gobier- 
no de izquierdas. Por la decisión política de un Gobierno 
de izquierdas, viejo luchador por la libertad y, por tanto, 
por la independencia y la eficacia de los órganos judicia- 
les. 

No me tome a demagogia que diga a continuación que 
antes la derecha no había ofrecido más que palabras y, 
por acción u omisión, no sólo había abandonado a su 
suerte al aparato judicial, sino, lo que es todavía más 
inexplicable, no había tomado la más mínima iniciativa 
para reformar una legislación procesal antiquísima; no 
había tomado la más mínima iniciativa para reformar 
una legislación procesal a la que el fenómeno inflacionis- 
ta, que por cierto la derecha tampoco supo nunca comba- 
tir, dejaba día a día carente de sentido. Reforma procesal 
deliberadamente abandonada por la derecha, a la que 
ahora este Gobierno trata de dar solución. (Varios senores 
Diputados: iMuV biepz! Aplausos eti los bancos de la iz- 
quierda.) 

Porque nos preocupa de verdad este conjunto de pro- 
blemas que hemos señalado, quiero indicar también que 
esta Ley no es más que una pieza en un conjunto de 
medidas que tienden a corregir defectos seculares en la 
justicia civil. Es una pieza en un conjunto de medidas 
porque, junto a la reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, está la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictamina- 
da hace cuarenta v ocho horas por el Consejo General del 
Poder Judicdial, en donde se encuentran ya dos proyec- 
tos dc Lev que tienden al mismo objetivo: el proyecto de 
Ley concursa1 y el provecto de Ley cambiaria y del che- 
que. 

Los socialistas, señorías, estamos absolutamente con- 
vencidos de que una configuración adecuada de los órga- 
nos judiciales con una demarcación racional y una plani- 
ficación de los recursos personales y materiales a su ser- 
vicio, con unas normas procesales que conjuguen las ga- 
rantías constitucionales con la celeridad y eficacia, son 
no sólo piezas fundamentales del Estado de derecho, sino 
también exigencias para hacer una sociedad más libre e 
igualitaria, para que las relaciones derivadas de la vida 
cotidiana de los ciudadanos sean fluidas, para que en los 
conflictos sociales el aparato estatal no aparezca como 
un elemento más de discordancia sino como un instru- 
mento de concordia y de composición, cuya autoridad 
emane, antes que de su poder coactivo, de su legitimidad 
y de su eficacia. 

Pienso que las relaciones de derecho privado respalda- 
das por un aparato judicial y procesal bien diseñado, 
podrán tener ese sentido nuevo; el sentido de potenciar 
la autonomía de la voluntad, el que los valores de la 
libertad y la igualdad no actúen exclusivamente en las 
relaciones ciudadanas con los Poderes públicos, sino 
también en las relaciones sinter privatos.. 

Por tanto, creo que el dictamen sobre el que SS. SS. 
van a pronunciarse, junto con las medidas presupuesta- 
rias retributivas y orgánicas a las que hace un instante 
me he referido y con los otros proyectos legislativos que 
he senalado, va a dejar en desuso, por fin, la apelación de 
vigencia inmemorial a la falta de medios estructurales, 
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como justificación de las deficiencias en el funcionamien- 
to de la Administración de  Justicia. 

Creo también que con ello habremos prestado un servi- 
cio fundamental a las instituciones, al Estado de  dere- 
cho, a la ciudadanía, a la sociedad española y a la vida 
cotidiana de  esos compatriotas para quienes cualquier 
controversia ju r íd ico4vi l  significa, hoy en día, una gra- 
ve intranquilidad. Estoy pensando, por ejemplo, seño- 
rías, en la mujer que no recibe la pensión alimenticia 
estipulada; en el pequeño empresario al que la devolu- 
ción de una letra de cambio desbarata las previsiones a 
corto y medio plazo propias de una economía ajustada; 
en las divergencias interpretativas que se suscitan alre- 
dedor de las complejas relaciones negociales de nuestros 
días. 

En c'uanto a los aspectos institucionales, pienso en el 
valor del carácter supletorio que esta Ley, cuyo debate 
hoy se inicia, tiene, respecto de otros extensos campos de 
nuestro ordenamiento jurídico, como son la Ley de  Juris- 
dicción Contencios-Administrativa, la Ley de Procedi- 
miento Laboral, la Ley del Tribunal Constitucional o la 
Ley del Tribunal de Cuentas. 

Quisiera -y ya  estoy a punto de terminar- senalar, 
por último, que la elaboración del presente dictamen re- 
vela un diagnóstico positivo acerca del funcionamiento 
de todas nuestras instituciones. El provecto que el Go- 
bierno remitió a esta Cámara recogía -va lo he dicho, 
pero no me importa volver a e l lo -  en gran parte una 
iniciativa del Consejo General del Poder Judicial a la que 
se agregaron otras materias que fueron consideradas co- 
rno necesitadas de reforma. 

Sólo quiero mencionar aquí, de entre ellas, la modifi- 
cación operada en la vía de apremio, proceso de ejrcu- 
ción por excelencia, para evitar autenticos fraudes a la 
Lcv, tanto en perjuicio de los ejecutores -subastas en  
quiebra-, como del ejecutado, fraudes que se estaban 
produciendo, dejando mal parada la credibilidad en la 
Justicia. 

A su vez, la Comisión de Justicia e Interior del Congre- 
so de los Diputados ha suscitado muv importantes cues- 
tiones nuevas, lo que hace que estemos en presencia de la 
más extensa v profunda reforma de la Lev de Enjuicia- 
miento Civil desde que fue promulgada hace poco más de 
un siglo. En su paso por el Departamento de Justicia el 
provecto recogió el consejo, la experiencia v las ideas de 
juristas de tan destacado relieve como los profesores 
Hernández Gil y Guasp, así corno de otros a los que me 
gusta hacer referencia en este momento. 

Pues bien, va si que termino, celebrando desde esta 
tribuna el alto grado de  consenso que ha presidido la 
elaboración del dictamen. Permítanme, senorías, que ce- 
lebre ante todo que el provecto de Lcv que la pasada 
primavera remitió el Gobierno a las Cortes Generales 
haya servido de ocasión para que la ineludible reforma 
procesal pasara, dicho en palabras de un gran poeta an- 
daluz, de los principios del olvido al fervor iluso con que 
esta Cámara lo ha recibido. Quizás fervor es demasiado, 
yo diría interés, que y o  comparto. que agradezco a 

SS. SS.. al tiempo que termino pidiendo un voto favora- 
ble para este dictamen. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

La exposición de motivos no tiene enmiendas. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular al artícu- 

lo 1 del proyecto que comprende desde los artículos 2: 
al 50 de la Ley. Para su defensa, tiene la palabra el señor 
Ruiz Gallardón. 

chas gracias, señor Ministro. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, seño- 
rías, entramos en el análisis pormenorizado del dictamen 
de la Comisión de Justicia e Interior sobre la reforma 
parcial de la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil después 
de escuchar un brillante, como todos los suyos, discursos 
del señor Ministro de Justicia. 

Ciertamente cuando se discutieron en esta Cámara las 
enmiendas a la totalidad, singularmente la de texto al- 
ternativo que propuso el Grupo Popular y que yo tuve el 
honor de defender desde esta tribuna, y a  hubo ocasión de 
hacer, como hicimos entonces desde esos bancos, el elo- 
gio al esfuerzo de cuantos han intervenido en esta indis- 
cutiblemente importante reforma de la Lev, de la vieja 
Ley de Enjuiciamiento Civil que va desde sus orígenes, 
desde sus primeros años de  andadura mereció elogios v 
críticas -más críticas que elogios, ciertamente-, y en 
cuva reforma desde los últimos anos del siglo pasado se 
han venido empenando ilustres juristas con propuestas, 
algunas de las cuales vamos a tener ocasión de debatir 
con ponderación, con ecuanimidad, a lo largo de la tra- 
mitación de este provecto. 

He querido e m p u a r  esta defensa de las enmiendas del 
Grupo Popular haciendo esta alusión porque. compar- 
tiendo como compartimos desde los bancos de la derecha 
-v a lo largo dcl debate se verá- muchos de los critc- 
rios que sc propugnan en el dictamen y antes ya  en el 
provecto de Ley enviado por el Gobierno a las Cortes, no 
puedo dejar de pasar esta oportunidad para significar al 
señor Ministro v a la Cámara la circunstancia de que este 
provecto de Ley que viene aquí, que ha asumido el Go- 
bierno socialista. que lo ha retocado y lo ha reformado 
como luego lo ha retocado y lo ha reformado la Cámara, 
no es un proyecto de origen socialista, v eso lo sabe muv 
bien el senor Ministro. 

Los trabajos que ya la Comisión General de Códigos 
him. que pasaron luego al Ministerio de Justicia v en 
cuva mesa se encontraban con anterioridad al envio a 
esta Cámara, son los fundamentales que tenemos que 
discutir. Por consiguiente, demos al César lo que es del 
Cesar v a Dios lo que es de Dios. Y no olvidemos que en 
el primitivo texto se han producido desde el régimen an- 
terior, corno tendré ocasion de demostrar a lo largo de la 
defensa de estas enmiendas, singularidades v propuestas 
que han sido recogidas por el Partido en  el Gobierno, v 
tambitin desde el advenimiento de  la democracia, sobre 
todo (v  no soy vo persona sospechosa para tener que ha- 
cer el elogio o la critica, pero tengo que hacerlo constar 
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así) durante la etapa en que ocuparon el Ministerio de 
Justicia los señores Lavilla y Fernández Ordóñez. Por 
cierto, también fue Ministro de Economía o de Hacienda 
sin que en aquel momento subviniera a las necesidades a 
las que tan acertadamente ha aludido el señor Ministro y 
que desde los bant nsTc mr 1 ildo también reiterada- 
mente reclamando para el mejor, más puntual y más 
exacto desarrollo y cumplimiento de la función de juzgar 
y hacer ejecutar lo juzgado, que singularmente v por 
mandato constitucional corresponde a los Jueces v Ma- 
gistrados de nuestro ouestro orden judicial. 

Dicho lo anterior y vestidas las plumas del éxito, del 
triunfo a quien corresponda, entramos va en la defensa 
pormenorizada de las enmiendas que nosotros hemos 
presentado. 

Hemos de agradecer la acogida que muchas dc ellas 
han tenido por parte del Grupo Socialista que han sido 
incorporadas al texto del dictamen. He de pedir a la Cá- 
mara que tenga compasión con quienes tenemos la obli- 
gación de defender o de impugnar dichas enmiendas en 
temas muchas veces abstrusos, pero que ciertamente in- 
ciden en la vida de los ciudadanos, como muv bien seña- 
laba el señor Ministro de Justicia. 

Sin otros preámbulos v prometiendo, como es mi obli- 
gación y mi deseo, agrupar todo lo agrupable y hablar en 
un lenguaje lo más llano v sencillo que me sea dado en 
tema tan técnico, vov a empezar por señalar lo que el 
Grupo Popular -v no sólo el Grupo Popular, sino gran 
parte de la doctrina y de la jurisprudencia española- 
señala como carencias o defectos de este provecto de Ley. 

Sea el primero de ellos -v con esto, señor Presidente, 
entro en concreto en la defensa de la primera de las cn- 
miendas del Grupo Popular- la defectuosa regulación 
hoy existente en materia de enjuiciamiento civil en todo 
lo relativo a los titulares de la pretensión. a las partes en 
el proceso. Entre las múltiples publicaciones que a lo 
largo del tiempo se han dado, sobre esta materia vo quie- 
ro leer un brevísimo párrafo de un profesor que comen- 
tando el centenario de la Ley de Enjuciamicnto Civil pu- 
blicó unos análisis críticos de la misma. El profesor Juan 
Montero Arma, refiriéndose a este tema de la pluralidad 
de partes, vacío de regulación legal en nuestro Derecho, 
dice en la página 114 de su trabajo .Análisis critico de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil en su centenario.: Supues- 
tos de inexistencia de regulación en la Lcv de Enjuicia- 
miento Civil. Hay que referirse, en primer lugar, a la 
insuficiente regulación de las partes. A este tema de gran 
trascendencia se destina únicamente el artículo 2: del 
viejo texto. Y añade: Pero más trascendencia tiene el si- 
lencio legal en torno a la pluralidad de partes. La Lev de 
Enjuiciamiento Civil, posiblemente como consecuencia 
de su acarreo romanista, contempla sólo el supuesto de 
la dualidad de partes, pero no tiene en cuenta aquellos 
casos en que la legitimación para interponer una única 
pretensión puede corresponder a varias personas o pue- 
den ser varias las personas legitimadas pasivamente. No 
se trata -añade- tanto de dedicar en la Ley unos artí- 
culos a estos fenómenos, sino de construir todo el proceso 
de tal forma que la pluralidad de partes no precise de 

interpretaciones analógicas de artículos previstos exclu- 
sivamente para los casos de dualidad de partes, que su 
aparición esté prevista en todas las especies de proceso. 

La jurisprudencia -añade- se ha visto obligada a 
delimitar las figuras del u l i t i s  consortio», necesario y 
cuasi necesario, primero tímidamente y ahora con exage- 
ración. Su distinción de la acumulación de pretensiones 
debe quedar netamente establecida. En la misma situa- 
ción -y con esto termino la cita- se encuentra la inter- 
vención de tercero en el proceso, aunque aquí, la juris- 
prudencia ha sido mucho menos propensa a su admisión. 
aunque la doctrina le hava ofrecido caminos de solución. 
J Bastantes anos antes de cstc comentario crítico y 
tomando base v fundamento en un  trabajo del jurista 
italiano Allorio. otro profesor de Dcrccho procesal que ha 
escrito recientemente en la revista ([Justicia)) un  cxcclen- 
te trabajo sobre este provecto de Lev. el profesor Serra, 
señalaba, en primer termino. la insuficiente regulación 
jurisprudencia1 del problema de la pluralidad de partes, 
aduciendo para ello la variante en la jurisprudencia de la 
Sala Primera del Tribunal Supremo, que va se planteó el 
terna en sentencia de 6 de febrero de 1902, que la modifi- 
có en otra de 28 de diciembre de 1906, con un tímido 
avance procesal del que retrocedió en una tercera scntcn- 
cia de 26 de diciembre de 1932, justamente criticada por 
aquel macstro procesalista que fue don Manuel de la Pla- 
La, que concluia con esta lapidaria cxpresibn: En una 
próxima reforma de nuestras Leves procesales habrá dc 
tenerse muy presente la necesidad de llenar el vacío ac- 
tualmente existente sobre la intervención procesal. 
. Voces autorizadas se han elevado ya en este sentido, 
destacando el magistral estudio de Morón Palomino que, 
en un reciente trabajo, plantea las bases de la reforma de 
nuestra legislación en materia de intervención de tercero 
en forma sumamente acertada, destacando que en nues- 
tra Patria, la tutela de los derechos del tercero exige rápi- 
das soluciones por faltar un procedimiento similar a la 
oposición de tercero en las legislaciones francesa, alcma- 
na e italiana. Y es que es cierto, tanto en cl .Codice di 
Proccditura Civile)) como en la legislación alemana sobre 
el tema, en su Ordenanza proccsal civil, articulo 64 y 
siguientes, hav va desde mucho tiempo atrás una rcgula- 
ción de esta cucstion, de la pluralidad de las partes. que 
ahora - c o m o  antes he dicho y creo haber demostrado 
con citas especificas de jurisprudencia- está cncomcn- 
dada tan sólo a la jurisprudencia, la cual ni tiene un 
criterio univoco ni cstc criterio es mantenido rcitcrada- 
mente, lo que produce ciertamente -v eso es lo verdadc- 
ramentc grave- que se tenga que acudir al caso supues- 
to de la acumulación de autos para resolver el problema 
de fondo de la pluralidad de las partes en el Derecho 
c iv i l .  

Por eso, el Grupo Popular, que ha querido tambih  
colaborar de la manera más directa que ha podido a la 
mejor resolución de los problemas en los que subvacc 
ciertamente el politico de esa desconfianza que existe en 
nuestra sociedad respecto de la agilidad de la Adminis- 
tración de Justicia y la simplicidad en la satisfaccibn de 
las pretensiones. desde el frontispicio de la reforma quc 
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estamos comentando propuso que se entrara, como pro- 
puso en otros temas también que se entrara (y ahí coinci- 
dimos, por ejemplo, y lo veremos en la mañana de hoy, 
en el tema de la justicia gratuita, con el Grupo Socialis- 
ta) directamente en esta cuesti6n. 

Ciertamente éste es uno de los casos en los que no nos 
hemos visto atendidos por parte de los ponentes socialis- 
tas, aunque yo tengo siempre la esperanza de que, dado 
que es un problema técnico y de simplificación que res- 
ponde a una misma idea de mejor y mayor eficacia de la 
justiCia civil, quizá en este trámite de Pleno se pueda 
encontrar una solución al respecto. 

¿Qué propone el Grupo Popular en esta enmienda? 
Propone, ciertamente, el mantenimiento en el artículo 2.” 
de lo que ya es caracteristico y típico, de que sólo puedan 
comparecer en juicio los que estén en pleno derecho de 
sus ejercicios civiles, porque de los que n o  se hallen en 
este caso comparecerán sus representantes legítimos o 
los que deban suplir su incapacidad con arreglo a dere- 
cho; que por las corporaciones, sociedades y demás enti- 
dades jurídicas comparezcan las personas que legalmen- 
te las representen v que puedan comparecer conjunta- 
mente en juicio varias personas como demandantes o 
demandados cuando entre unos u otros exista un nexo 
por razón del objeto, del título o de la causa de pedir. En 
sus relaciones recíprocas y por la parte contraria, los 
actos de cada litisconsorte no afectarán a los demás, sal- 
vo que otra cosa se deduzca de disposiciones legales. 
Añadiendo: ([Cuando por razón de lo que sea objeto del 
juicio, la resolución hava de afectar al derecho de varios 
sujctos. todos ellos habrán de demandar o ser demanda- 
dos conjuntamente, como litisconsortes. En este caso, el 
rcsultado de los actos de cada litisconsorte beneficiará a 
los demás, pero no podrá perjudicarlos.. 

Con permiso de la Presidencia, me detengo un instante 
en este punto. porque fue cabalmente el que más se dis- 
cutió en Comisión v el ponente socialista, señor Crana- 
dos, adujo que el nlitis consortio)) activo necesario al que 
se reticre en parte el proyecto del precepto que estov 
defendiendo era una figura enormemente peligrosa v sin- 
gularmente desconocida en nuestro Derecho. Creo que 
más o menos estas eran las razones de fondo de su oposi- 
ción. 

Desde la publicación, por parte del profesor Fairén, de 
sus estudios de Derecho procesal, no se puede seriamente 
sostener esa tesis, señor Granados. Dice este profesor, 
página 137 de su obra: El “litis consortio. necesario, esto 
es, el que exige intervención en el proceso desde su ini- 
ciación de todos los litisconsortes se produce en los casos 
en que la demanda solamente pueda proponerse válida- 
mente por o contra varias personas, activo o pasivo. El 
objetivo de esta figura es el de obtener una resolución 
única para todos los litisconsortes, por tratarse de una 
única pretensión con referencia a la cual el concepto de 
legitimación activa o pasiva está integrado por todas di- 
chas personas, a todas les afecta conjunta, pero no sepa- 
radamente, la legitimación activa o pasiva. Ello Ocurre 
-y pone los siguientes ejemplos que me pedía el señor 
Cranados en Comisión- en los casos de pretensiones 

constitutivas de tal especie en que solamente se puede 
proponer la demanda, ulitis consortio. activo, mediante 
la cual se da ámbito judicial al derecho de constituci6n. 
Tal es el caso de las pretensiones de reconocimiento de la 
filiación promovidas contra ambos padres o por ambos 
padres de acuerdo con lo dispuesto en el Código Civil; en 
los procesos referentes a un patrimonio llevado de modo 
mancomunado, como por ejemplo en los casos de los 
artículos 895, albaceamiento mancomunado, y 1.139, 
cumplimiento de obligaciones mancomunadas del Códi- 
go Civil; en los casos en que las regulaciones materiales 
imponen que las prestaciones solamente se puedan exigir 
por varios, contra varios en común. 

Este grupo de casos recoge muchos supuestos que pa- 
san a fundirse con los anteriores, tales son los supuestos 
de n l i t i s  consortio- necesarío puro, y a ellos debería refe- 
rirse la Ley. Pero no sólo a ellos, también se debe referir 
la Ley, a nuestro juicio, a un supuesto que no fue debati- 
do prácticamente en Comisión, cual es la intervención de 
terceros en el proceso civil. Y, por ello, propugnábamos 
la inclusión de un número 3 en este artículo modificado 
que dijera: ((Podrá)) (facultativo) ((comparecer en el jui- 
cio pendiente entre otros, y será admitido como parte» 
(obligatorio) «quien alegue un derecho propio y distinto 
sobre el objeto del mismo. El interviniente principal en- 
trará en el juicio en el estado en que se halle en primera 
instancia o en el recurso, sin que en ningún caso» (como 
es lógico) «se pueda retroceder ni detener el curso de las 
actuaciones.. Y un número 4 en el que se diga: “Cuando 
una persona acredite tener interes en que una de las par- 
tes obtenga una resolución favorable, será admitida a 
coadyuvar en la misma en cualquier momento hábil, an- 
tes de que hava recaído resolución firme, sin que por esta 
intervención adhesiva se pueda retroceder ni detener el 
curso de las actuaciones. El interviniente adhesivo podrá 
realizar toda clase de actos procesales, pero no tendrán 
eficacia los que resulten perjudiciales para la parte coa- 
dvuvada )). 

Esta es una posición que arranca de unas premisas 
doctrinales teóricas. Naturalmente que estábamos v se- 
guimos estando abiertos a cualquier otra regulación que 
se nos ofrezca por parte de los distintos Grupos de la 
Cámara, pero que tienda a resolver el problema. 

Lo que nosotros pretendemos es que este problema 
real que se plantea ante los Juzgados en numerosas oca- 
siones, v que produce enormes retrasos en la Administra- 
ción de Justicia, porque hay que iniciar pretensiones de 
otro tipo, solicitar después la correspondiente acumula- 
ción de autos, con todos sus posibles recursos para tra- 
tar, en definitiva, de satisfacer una misma pretensión 
que afecta a varios sujetos, sea regulada de una manera 
terminante v clara por la Lev, de modo que no dé lugar a 
variaciones jurisrprudenciales. como antes he demostra. 
do ha ocurrido v está ocurriendo actualmente en nuestra 
patria. 
No se vea, pues, ninguna intención sobre el particular. 

Advie’rtase, únicamente, que el problema existe, que 
queremos resolverlo, y que estoy convencido de que la 
resolución del mismo, sea esta u otra similar, pasa por la 
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misma mentalidad y colaboración que el Partido Socia- 
lista, en palabras del señor Ministro, nos reclamaba para 
el Grupo Popular y reconocía que habíamos tenido; esto 
es, resolvamos problemas reales con soluciones reales, 
rápidas, cficaces y baratas. 

A esto tiende esta enmienda, y y o  espero ciertamente 
que, un más detallado estudio de ella, podrá producir, 
cuando menos, su consideración, para que, si no en este 
trámite, en el Senado sea tomada en cuenta. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ruiz 

¿Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Parlamentario 
Gallardón. 

Socialista, tiene la palabra el senor Granados. 

El senor GRANADOS CALERO: Senor Presidente, se- 
norias, como el señor Ruiz Gallardón ha sido pródigo en 
el uso de argumentaciones jurídicas para defender la pri- 
mera de sus enmiendas a este proyecto de reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, pero, en cambio, ha pecado 
de lo contrario cuando ha querido poner en las dos ba- 
lanzas, una lo que se debe al César, y otra lo que se debe 
a Dios. Yo esta última la voy a dejar, porque no creo que 
tenga que ver mucho con el debate de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, pero sí quiero, sin embargo, por justicia, 
puesto que estamos aquí debatiendo un proyecto de Ley, 
volcar justamente en esa balanza del César determinados 
aspectos que no han sido destacados y que yo creo que 
dotan a este proyecto, a esta reforma, de toda su dimen- 
sión. 

En primer lugar, hay que encomiar el esfuerzo de todo 
un Ministerio, de todo un Gabinete y ,  por supuesto. de su 
titular, en sacar este provecto de esos cajones del olvido 
que, como el senor Ruiz Gallardón ha reconocido, sucesi- 
vos titulares del Ministerio han tenido en su mente siem- 
pre el provecto, pero nunca se han atrevido a traerlo a 
las Cámaras, seleccionar los artículos que tenían priori- 
dad para la reforma hasta alcanzar nada menos que el 
número 303. Creo que es un esfuerzo verdaderamente 
encomiable, porque en una Ley más que centenaria es la 
primera vez que se acomete una reforma que abarca a 
más de 300 artículos, y esto supone prácticamente la 
redacción de una nueva Ley puesto que abarca aspectos 
muy fundamentales, muy ensenciales, cuya reforma si- 
gue demandando hoy nuestra sociedad. 

Creo, por tanto, que el segundo aspecto positivo viene 
por contraste con este primero que acabo de decir. No ha 
estado en el ánimo del señor Ministro de Justicia ni en el 
de su Gabinete ni en el del Grupa Socialista el hacer una 
Ley nueva de Enjuiciamiento Civil. N o  ha estado cn su 
ánimo ni en el ánimo de ninguno de nosotros. [por qué? 
Por ese respeto que todos tenemos a las Leves centcna- 
rias a los códigos en suma, respeto que no hay que per- 
derles nunca. 

Otro aspecto positivo que hay que poner en la balanza 
del César sería aquello que el senor Ruiz Gallardón re- 
cordará muy bien, como los señores ponentes de su Gru- 
po, que dijo este mismo Diputado cuando intervino en 

trámite de Comisión: No vamos a entrar en disquisicio- 
nes doctrinales teóricas porque no es esa la finalidad de 
la reforma. Vamos a reformar aquello -vuelvo a insis- 
tir- que está más necesitado de reforma en un momento 
en que, por expresión del Consejo General del Poder Ju- 
dicial, la Administración de Justicia está al borde de la 
parálisis. 

¿Cuáles son los artículos que hay que reformar?, 
jaquellos que .la sociedad está deseando ver plasmados 
en la reforma? Pues justamente esos 303 artículos que se 
refieren, desde el comienzo y por seguir un orden crono- 
lógico, a la nueva regulación de la justicia gratuita, a la 
forma en que han de ser hechas las notificaciones, a los 
auxilios jurisdiccionales y a una reforma muy importan- 
te que es la del artículo 340, la diligencia para mejor 
proveer. Seguimos despues ya con determinados procedi- 
mientos; regulamos exactamente a través de sus cuantías 
un número de procedimientos declarativos que va a te- 
ner la virtualidad de constituir en el centro de toda la 
actuación procesal el declarativo de menor cuantía que, 
por cierto, es largamente alabado por el señor Montero 
Aroca. Si S .  S .  cita al señor Montcro Aroca hay que se- 
guir citándole cuando dice cosas que no gustan v, en este 
aspecto concretamente, parece que no es de la opinión 
del Grupo Popular, porque el senor Montero Aroca es un 
entusiasta defensor del juicio declarativo de menor cuan- 
tía, que es justamente el centro de La reforma, señor Ruiz 
Gallardón. Se condensan los motivos de casación, se hace 
una nueva regulación de los laudos. En definitiva, la re- 
forma es práctica. 

Su señoría trae aquí a colación una serie de autoriza- 
das opiniones de eminentes juristas cuyo respeto natural- 
mente reconocemos públicamente; pero nosotros volve- 
mos a repetir las argumentaciones que dijimos en trámi- 
te de Comisión. ¿Por qué no se regula concrctamententc 
la figura del Ulitis consortiou? En primer lugar, porque 
entendemos que no es objeto de reforma urgente la figu- 
ra del «li t is  consortiou. En segundo lugar, porque es una 
aportación doctrinal quc ha sido recogida Eicl y abundan- 
temente por la jurisprudencia de los Tribunales, y en 
tercer lugar, y lo reconocemos aquí, porque incluso S .  S . ,  
que ha tenido que venir preparado a fondo con esos 
apoyos doctrinales, cuando este Diputado le argumentó o 
le contraargumentb, y consta en cl ((Diario de Sesionesu, 
con ejemplos, que es como se entiende las grades figuras 
doctrinales, esta precipitada redacción que se ha hecho 
del artículo 2." en la enmienda 109 podía llevar a situa- 
ciones tan absurdas como, por ejemplo, que cuando en 
una fábrica con 2.000 trabajadores uno de ellos fuera a 
reclamar ante la Magistratura del Trabajo una demanda 
salarial, por ejemplo, un plus dc distancia o de antigüe- 
dad, etcétera, tuvieran que demandar los 2.000 porque La 
sentencia que se dicta tiene relación por su objeto con 
varios sujetos, que es lo que dice justamente la demanda, 
y están ustedes aquí imponiendo esta necesidad. A ese 
ejemplo, S .  S. no me contesta, porque realmente no hay 
contestación. Si, ahora me va a contestar, espeto que lo 
haga, porque vamos a analizar exactamente, ya voy di- 
rectamente al tema, cuál es el alcance de su alternativa a 
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la redacción del artículo 2: de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 

En primer lugar contiene un párrafo en el que se tras- 
ladan preceptos que ya vienen recogidos en otros códigos 
y en otras Leyes de derechos sustantivos, por ejemplo, lo 
que hacen es definir lo que es la capacidad civil y la 
procesal. Eso está absolutamente asumido por toda la 
doctrina y ahí no hay la menor duda: no se había dicho 
hasta ahora, pero además no hacía falta que se dijera, 
porque cualquier jurista sabe distinguir entre la capaci- 
dad civil que hace falta para ser parte o no. 

El segundo párrafo dice: «podrán comparecer. -PO- 

drán, o p t a t i v e  «conjuntamente en juicio varias perso- 
nas, como demandantes o demandadas cuando entre 
unos u otros exista un nexo por razón del objeto, del 
título o de la causa de pedir.. Bien, pero en el párrafo 
segundo ya no dice .podrán., dice uCuando por razón de 
lo que sea objetou -que ya hemos dicho que era podrán 
por razón del objet- ([del juicio, la resolución haya de 
afectar al derecho de varios sujetos, todos ellos habrán 
dc demandar o ser demandados...». Entonces, jcómo se 
puede pasar del párrafo dos al tres? Y S .  S .  acude a una 
figura doctrinal que yo comparto. Ya sé lo que me va a 
decir, que uno es el «litis consortion activo necesario y el 
otro es el «litis consortion pasivo necesario. Pero a mí 
modo de ver, si es ésta la diferencia, ¿por qué cuando es 
activo necesario lo pone en figura optativa. y cuando es 
pasivo lo pone como figura necesaria o preceptiva? No lo 
entiendo: o una u otra de las figuras. 

Dice que la figura del «litis consortio» no está en nues- 
tro Derccho, como no está prácticamente en ninguno de 
los Derechos. Tan sólo actualmente hay dos que lo han 
incorporado, el italiano y el alemán, v quizá alguno más, 
pero muy pocos. Entonces, sí hay, en cambio, como antes 
he dicho, una buena regulación de lo que es el «litis 
consortio». Usted sabe muy bicn. senor Ruiz Gallardón, 
que en nuestro Derecho civil solamente hay una referen- 
cia que impone el «litis consortiou pasivo necesario, que 
es la del artículo 1.139: en cuanto a las obligaciones 
mancomunadas individualizables que exige que el acree- 
dor proceda contra todos los deudores. Aparte de este 
caso, no existe ninguno. No existe ninguno, incluso el que 
ha citado usted del profesor Fairén se está refiriendo a 
antes dc la reforma de filiación y paternidad que se hizo 
c n  el ano 1981, y usted ha tenido la desdicha de coger 
una cita anterior a csa reforma, luego tampoco se puede 
aplicar eso. Es simplemente limitativo del 1.139 del Có- 
digo Civil. Y después existe lo que el profesor Guasp de- 
nomina la figura del l( litis consortio» impropiamente ne- 
cesario. como es el que se regula en el artículo 531 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, que se conserva por cierto 
inalterado después de esta reforma, cuando impone a los 
que se hayan personado como demandados una misma 
dirección cuando sean los mismos argumentos los que 
vayan a decir. Es la figura del ulitis consortiov impropia- 
mente necesario. pero todo lo demás del «litis consortiou 
es muy difícil aprenderlo, porque siempre en la práctica 
se llegaría a alguna consecuencia de barbaridad jurídi- 
co-práctica como lo que acabo de decir por vía de ejem- 

plo. Podrían ponerse otros ejemplos que ahora recuerdo 
en el área del Derecho administrativo, en el área del 
Derecho civil, pero por supuesto que se me Ocurren toda- 
vía más en el área del Derecho laboral. Es muy difícil 
aprender en una norma con ese rigor categórico en que 
usted mismo está debatiéndose entre el *podrán* y el 
Ccdeberánu, porque efectivamente eso exigiría un debate 
o un estudio ciertamente reposado, que aquí ustedes, 
desde luego, no han tenido. 

Por último, en el párrafo cuarto siguen sin dar respues- 
ta a la grave contradicción que yo les apuntaba también 

,en mi anterior intervención en Comisión. En este párrafo 
hay un inciso que dice que el interviniente adhesivo po- 
drá realizar toda clase de actos procesales, sin limita- 
ción. Pues bien, por Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de 
la Jefatura del Estado, sobre protección jurisdiccional de 
los dercchos fundamentales de la persona, el artículo 14, 
párrafo tercero, que contempla la figura de los coadyu- 
vantes, dice que éstos no podrán recurrir con indepen- 
dencia. de las partes principales. 

Si nosotros introdujéramos, por vía de hipótesis, que 
ustedes llevan razón en esta concreta enmienda, donde 
se dice que el interviniente adhesivo podrá realizar toda 
clase de actos procesales, hasta apelar, una de dos, o 
tendríamos que estar también pidiendo la derogación de 
este artículo 14 de una Ley de la Jefatura del Estado que 
afecta, además, a protección jurisdiccional de los dere- 
chos fundamentales, o no podríamos admitir esto. 

Por mi parte, y creo que por la del resto de mis compa- 
deros de Grupo, no quiero hacer un debate exclusiva- 
mente doctrinal, primero, para no dormir a los señores 
Diputados, que no se merecen este mal trato por nuestra 
parte de estar aquí continuamente con argumentaciones 
y con recursos propiamente procesales, sino con recorda- 
torios a ilustres maestros; v segundo, porque creo que va 
a ser mucho más eficaz y práctico para que nos entenda- 
mos, para que el pueblo asimile el alcance de la reforma, 
que vavamos siempre a la vía de ejemplos y que haga- 
mos una traducción a la calle de lo que va a significar 
esta mejora concreta de cada artículo. Haciendo esta tra- 
ducción en este artículo objeto de la enmienda número 
109, yo diría que no va a aclarar nada, que %a introdu- 

'cir mucha confusión en el supuesto, improbable natural- 
mente, de que se aceptara esta enmienda v que, en defi- 
nitiva, ni es urgente, ni es necesaria, ni es clarificadora, 
ni, por tanto, va a ser procedente. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En 
turno de réplica, tiene la palabra el señor Ruiz Gallar- 
dón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

N o  teman, setiorías, que en 6dos y cada uno de los 
trescientos y pico artículos a que se ha referido el señor 
Cranados en su intervención, vayamos a extendernos 
porque, afortunadamente. como he dicho antes, muchas 
de las enmiendas presentadas por el Grupo Popular fue- 
ron admitidas, otras varias serán agrupadas y ya hemos 
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anunciado que alguna se retirará. Sin embargo, y no por 
un puro prurito doctrinal, tengo que subir a esta tribuna 
para hacerle algunas consideraciones técnicas, jurídicas 
y precisas al seiior Granados. 

Sobre la necesidad de la regulación en nuestro Derecho 
del rlitis consortio., toda doctrina es unánime; sobre la 
forma en que haya de realizarse, en concreto, la regula- 
ción del ulitis consortio. hay, naturalmente, sus corres- 
podientes discrepancias. De esta afirmación que acabo 
de hacer, se deduce que, como he leído en distintas opi- 
niones y podría leer muchas más, en la doctrina entera, y 
aun en la jurisprudencia -y he citado sentencias del 
Tribunal Supremo donde el propio Tribunal alude a ese 
vacío legal-, hay una especie de clamor pidiendo que se 
regule la materia. 

No se nos quiere satisfacer sobre este particular, por- 
que se nos dicen varias cosas. Primero, que no es urgente. 
Señor Granados, puestas las cosas así, urgentes, urgen- 
tes, tampoco son muchos otros de los artículos que va- 
mos a modificar en este proyecto de Ley. ¿O es que, cier- 
tamente, modificar el 385 era urgente? (0 es que, cierta- 
mente, modificar para reducir en más o en menos algu- 
nos de los motivos de casación es urgente? Si entende- 
mos la urgencia como decisión absoluta, ciertamente n o  
es urgente. Pero si entendemos que estamos en presencia 
de la más importante reforma -lo subrayo y lo compar- 
to- que se ha hecho de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
es absolutamente lógico que aprovechemos esta circuns- 
tancia para acomodar aquellos puntos que la doctrina y 
la jurisprudencia vienen pidiendo que sean reformados. 
regulados; en definitiva, puestos al día. Esa y no otra es 
la pretensión que tenemos. 

Se me dice: aSeñor Ruiz Gallardón, en el número 2 del 
precepto que nos propone, S. S. hace una distinción que 
a nosotros no nos parece bien, porque el primer párrafo 
de este número 2 dice, y es verdad, que podrán compare- 
cer conjuntamente en juicio varias personas, como de- 
mandantes o como demandados, cuando entre unos u 
otros exista un nexo por razón del objeto, del titulo o de 
la causa de pedir. Y a renglón seguido dice: Cuando por 
razón de lo que sea objeto del juicio, la resolución haya 
de afectar al derecho de varios sujetos, todos ellos ha- 
brán de demandar o ser demandados conjuntamente co- 
mo 1itisconsortes.u 

Señor Granados, en el primer párrafo estoy introdu- 
ciendo el nlitis consortio. activo y pasivo, no necesario. 
En el segundo estoy tratando de regular, bien o mal, una 
figura jurídica que S .  S. hoy, por primera vez, ha recono- 
cido que tiene realidad en nuestro Derecho sustantivo, 
que es la situación jurídicc+material en que varios suje- 
tos, mancomunadamente. mantienen una determinada 
posición que obliga a que, para que la cosa juzgada ten- 
ga la extensión que nuestra Ley quiere, todos ellos de- 
manden o sean demandados conjuntamente en un mismo 
proceso. Me lo reconocía refiriéndose a las obligaciones 
mancomunadas, y yo le señalaba otra, que ha omitido 
S.S.  porque no le conviene, que es la del albaceazgo 
mancomunado: tienen todos los albaceas mancomuna- 
dos que demandar, aunque 'sean demandados. Como eso 

no existe regulado en nuestro Derecho, repásese la juris- 
prudencia que he citado aquí y verá los equilibrios que 
ha tenido que hacer el Tribunal Supremo para decir que 
lo que hay que hacer es que demande o sea demandado 
uno, que el otro inicie otro pleito en el juzgado que por 
reparto corresponda, que cuando este pleito llegue a la 
misma altura procesal se produzca la acumulación de 
autos y,  una vez;producida ésta -lo que sólo sucederá si 
lo pide una de las partes-, se resuelva en una única 
sentencia. Señor Granados, resolvamos el problema. 

No he querido extenderme -porque en esta tribuna de 
pronto sale una lucecita roja que indica al orador que se 
está consumiendo su tiemp- sobre el interesantísimo 
problema doctrinal de la intervención adhesiva. Señor 
Granados, lo que S. S. me ha dicho respecto de la Lcv de 
protección jurisdiccional de los derechos de la persona 
humana, tiene muv poco que ver con la cuestibn, en  pri- 
mer lugar porque esa es una Ley especial, que regula 
tarnbien procesos especiales, si bien en la tramitación se 
remite a la Lev de Enjuiciamiento Civil, y ,  en segundo 
término, porque S. S. no ha caído en la cuenta del alcan- 
ce técnico preciso que yo doy y n o  sólo yo, sino los profe- 
sores que me apoyan en esta doctrina, y que son tan 
gratos a S. S., a los tkrminos que se utilizan en el texto. 

El recurso de apelación, ¿es un acto procesal? Ahora 
me está diciendo S. S. que sí con !a cabeza. Rogaría que 
lo meditara un poco más. Los actos procesales se distin- 
guen de los recursos procesales, pero aunque así n o  fue- 
ra, eso sería la excepción a la regla general, y la regla 
general es que el interviniente adhesivo. el coadvuvante, 
pueda realizar todos aquellos actos. por tener interks cn 
la realización del derecho material, que conduzcan a la 
verificación judicial de tal derecho. Y si tal no ocurre, 
como no Ocurre ahora en nuestro Derecho, pueden verse 
insatisfechas multitud de pretensiones procesales Icgiti- 
mas de las partes, porque existe un vacío legal. ¿Que el 
Grupo Socialista este problema no lo ha estudiado por- 
que no lo considera importante? Muy bien; tienen más 
votos, resuélvanlo. Pero nosotros hablamos de esta u otra 
resolución, porque el problema existe,  está planteado, lo 
dice el Tribunal Supremo, lo dicen los jueces, lo dicen los 
abogados y hay que resolverlo. Si no  nos quicrcn hacer 
caso, qué le vamos a hacer. Cuando ganemos las cleccio- 
nes, lo introduciremos en nuestras Leyes. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Granados. 
cias, señor Ruiz Gallardón. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presidente. por 
el orden inverso a cómo se me han quedado reflejadas las 
argumentaciones en réplica del señor Ruiz Gallardón, 
tengo que decir que cuando el Partido hoy en la oposi- 
ción esté en el poder -un día de estos-, saque a la luz 
una nueva Ley procesal, y se introduzca esta redacción 
textual del artículo 2:, yo creo que todos los justiciables 
nos podemos echar a temblar, porque cualquier día nos 
podemos encontrar con la necesidad de ser demandados 
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o demandar, ya que nos lo ha dicho el Grupo Popular en 
el poder. 

En primer lugar, es realmente sorprendente oír desde 
aquí que un recurso de apelación no es un acto procesal. 
Lo es, senor Ruiz Gallardón, desde el punto de vista jurí- 
dico formal, jurídico material y jurídico sustantivo, por- 
que es un formalismo regulado ya por una Ley, es un 
acto procesal. 

En segundo lugar, porque entraña una manifestación 
de voluntad que implica obligación jurídica desde el 
punto de vista de quien está anunciando ese recurso. 

En tercer lugar, ha dicho que no es urgente reformar el 
385, v ha sido desafortunado en su cita, scnor Ruiz Ga- 
Ilardón. Cumplidor de  lo que dije hace un momento des- 
de la tribuna, de enseñar prácticamente en qué consiste 
csta reforma, precisamente en el 385 que vamos a refor- 
mar se está introduciendo la posibilidad de  ejecutar pro- 
visionalmente las sentencias, sin perjuicio del recurso de 
apelación o posteriores que vayan ejercitando las partes 
litigantes. 

Fíjese qui. importancia tiene esto. hov que está real- 
mente atascada la justicia, que se nota un manifiesto 
abuso procesal de no pocos litigantes con el fin de entor- 
pecer el cumplimiento de las sentencias, que por la vía 
de la reforma del 385 se introduzca la posibilidad de que 
el litigante que ha ganado un procedimiento pueda eje- 
cutarlo desde que le notifican la sentencia, sin perjuicio 
de los recursos que pueda utilizar la parte denunciada. 

Por último, v con respecto a las demás disquisiciones 
doctrinales. me tengo que remitir a lo va dicho. Es decir, 
hav opiniones para todos los gustos, pero vo no compren- 
do  el recelo que tiene S .  S .  en acudir a la jursiprudencia, 
olvidando el importantisimo papel de  ser fuente de dere- 
cho. La jurisprudencia está llamada a ser siempre fuente 
de derecho. Enriquece, además, por muv perfecta que sea 
una Lcv, porque como usted sabe muv bien el Derecho 
n o  es una ciencia matemática; tendrá que ser objeto de 
interpretación, v esa interpretación se va  a dar,  quiera 
usted o no,  con csta redaccihn, con la suva o con otras. 

Por último, y con esto termino, lo que yo entiendo es 
que ustedes se están empeñando cn la cuadratura del 
circulo, v eso es absolutamente imposible e n  la figura del 
«litis consortio)) activo o pasivo necesario. Y es absoluta- 
mente imposible. porque lo mismo que las partes son 
duchas del proceso, son 1ambii.n dueñas de la acción que 
quieran e.jcrcitar, v el Juez en un momento determinado, 
excepcional de esos tres que S .  S .  ha citado, va se cuida, 
a travi.s de la jurisprudencia de llamar, necesariamente, 
a los que por estar implicados en la declaración de dere- 
cho que lleva implícita la sentencia, entienda que pueda 
perjudicar los fallos que dicte, v ahí está precisamente el 
papel de la jurisprudencia. Ese papel debemos conser- 
varlo, y no forzar la redacción de artículos que, en la 
práctica, pueden llegar a tremendas barbaridades para 
la inseguridad jurídica de los ciudadanos. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Va- 
mos a proceder a las votaciones. 

Señor Ruiz Gallardón, ¿podemos agrupar en una sola 
votación todas sus enmiendas al artículo l:? 

El senor RUIZ GALLARDON: A este artículo hay úni- 
camente una enmienda, señor Presidente. Hay luego 
otras, pero son al artículo 10. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, senor Ruiz Gallardón. 

Vamos a proceder a la votación de la enmienda núme- 
ro 109, del Grupo Popular, al artículo 1: del proyecto, 
que afecta al artículo 2: de la Ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 188; a favor, 38; en contru, 149; abstenciones, 
una. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da,  por consiguiente, rechazada la enmienda numero 
109, del Grupo Parlamentario Popular. 

Votamos, seguidamente, el articulo 1 .", conforme al 
dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. f fausa . )  

Efectuada la votación, div el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 189; a favor, 153; en contra, dos; abstenciones. 
34. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da ,  por consiguiente, aprobado el artículo 1 .II conforme al 
dictamen de la Comisión. (El  setior Riiiz Gallardón pide la 
palabra.) 

Tiene la palabra, señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Senor Presidente, en el 
artículo 1." entra tambikn el artículo 10 de la Lev de 
Enjuiciamiento Civil, que tiene determinadas reformas. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En el 
artículo 1." del provecto y del dictamen de  la Comisión, 
entran. senor Ruiz Gallardón, los artículos 1 .U a 50 de la 
Lev de Enjuiciamiento Civil, que se reforman mediante 
el provecto. 

El señor RUIZ GALLARDON: Entonces, no podemos 
votar el articulo 1: del provecto antes que discutamos 
las restantes enmiendas al artículo 10 v luego a toda la 
justicia gratuita. Me refiero al articulo 1: del proyecto. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Efec- 
tivamente, senor Ruiz Gallardón. Hemos votado su en- 
mienda 109 v el artículo 2." de la Lev. 

El señor RUIZ CALLARDON: Perdón, senor Presiden- 
te, como el artículo 2." de la Ley no estaba afectado por 
la reforma y queda tal como estaba en el antiguo texto de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, entiendo que es una vota- 
ción innecesaria v,  por consiguiente, debería ser anulada, 
con todos los respetos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Lo es, 
señor Ruiz Gallardón, y queda anulada. 

Enmienda del G y p o  Parlamentario Popular al articu- 
lo 10. Para su defensa tiene la palabra el señor Ruiz 
Gallardón. 

El senor RUIZ GALLARDON: La va a defender el senor 
Montesdeoca, senor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): El sc- 
ñor Montesdeoca tiene la palabra. 

El señor MONTESDEOCA SANCHEZ: Señor Presiden- 
te, señorías, si bien no era mi propósito hacer una valora- 
ción política del conjunto de las enmiendas que he pro- 
puesto a este proyecto de Ley de reforma de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, sin embargo, después de la inter- 
vención interesante del señor Ministro de Justicia, que 
nos honra esta mañana con su presencia en la Cámara, v 
de las palabras que han pronunciado los senores Diputa- 
dos que me han precedido en el uso de la palabra, me 
veo necesariamente obligado a justificar el porqué de las 
enmiendas a diversos artículos del proyecto. 

Las enmiendas pretenden aportar ideas que perfeccio- 
nen los medios que se tienen para reformar la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. El propósito de este Diputado coin- 
cide con la finalidad que persigue la reforma, pero dis- 
crepa, en algunos aspectos. de los medios que se utilizan 
para llevar a cabo la misma. Y, por ello, con la mejor 
buena voluntad, con el mejor cspiritu de colaboración, se 
han formulado estas enmiendas, porque aunque el señor 
Ministro de Justicia, a mi juicio, ha tenido una importan- 
te intervención esta mañana -algunas de cuvas pala- 
bras compartimos v discrepamos en otras-, sin embar- 
go, como digo, toda reforma legislativa es delicada v hav 
que procurar, sobre todo, su oportunidad. 

Esta reforma de la Lcv de Enjuiciamientc Civil, efecti- 
vamente, es oportuna, pero hay que cuidar mucho los 
medios con que se lleva a cabo para que no suceda. señor 
Ministro de Justicia, como con la reforma que se hizo en 
el orden penal de los articulos 503 y 504 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y del Código Penal, cuyos efec- 
tos está lamentando la población española v todos los 
días es materia de información en la Prensa del pais. 

Entrando y a  en el análisis puntual de las enmiendas 
que voy a defender, que son la número 325, que ha for- 
mulado este Diputado, y la número 334, propuesta por el 
señor Vega Escandón, de nuestro Grupo, al artículo 10 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, voy a examinar, con la 
mayor brevedad posible, los tres apartados a que se refie- 
ren las enmiendas propuestas tanto por este Diputado 
como por el señor Vega Escandón. 

Al apartado 1,  del artículo 10. presentamos la enmien- 
da número 325, que tiende a un aspecto meramente for- 
mal, que es a evitar que se suprima del texto legal el 
vocablo *Letrado.. Parece, a primera vista, una cuestión 
superficial, parece una cuestión intrascendente que s610 
hace referencia al orden gramatical. Pero al formular la 
enmienda y defenderla en Comisión, el portavoz del Cru- 

PO Socialista manifestó que, etectivamente, se había su- 
primido la expresión .Letrado», manteniendo la de 
.Abogado. a lo largo del texto, porque lo otro era mante- 
ner una cuestión por puro prurito, ya que la expresión 
((Letrado» no era la adecuada para la persona que defien- 
de en los Tribunales de Justicia y ,  por tanto, la palabra 
«Letradon era de carácter general v amplio y se podía 
extender a otras profesiones. 

Sin embargo, desde el punto de vista histórico, desde 
el propio Arcipreste de Hita, desde las Cedulas v Pragmá- 
ticas de nuestro Derecho histórico, aparece recogida la 
figura del Letrado, asimilándola con la figura o con la 
denominación de Abogado. En la jurisprudencia del Tri- 
bunal Supremo, en las resoluciones de los propios Tribu- 
nales de Justicia, se cita de forma indistinta «Letrado. v 
((Abogado.. En los Cuerpos de la Administración del Es- 
tado existen Letrados del Consejo de Estado, están tam- 
bien los Letrados de las Cortes Generales v los Abogados 
del Estado, o sea, que se está usando de manera altcrna- 
tiva la expresión «Letrado» v la expresión «Abogado». 
Pero es que va no  sólo desde el punto de vista de uso 
común en el lenguaje jurídico de los propios Tribunales 
de Justicia, sino porque, asimismo. se interpreta, y hav 
un autor. Castillo de Bobadilla, que dice quc se ha venido 
llamando tradicionalmente Letrados a los Abogados por- 
que dice que son na letra dado., que quiere decir que no  
tienen libertad de opinar conforme a su entendimiento, 
sino que por fuerza han dc seguir la composición de la 
letra. 

Senorias. aunque en principio parece una cuestión su- 
perficial, sin embargo, los propios redactores de la Cons- 
titución espanola han recogido de manera alternativa. 
como digo, tanto la expresión «Letrado. como la cxprc- 
sión .Abogadon c'n los distintos artículos de la Constitu- 
ción espanola, v así, en el articulo 17, apartado 3, se dice: 
« S e  garantiza la asistencia de Abogado al detenido)). v en 
el artículo 24, apartado 2: .todos tienen derecho al Juez 
ordinario predeterminado por la Ley. a la dclensa y a la 
asistencia de Letrado». Es decir, la Constitución españo- 
la alterna el uso de «Letrado» y el'dc. «Abogado.. No se 
trata, pues, de una cuestión de puro prurito, sino dc con- 

' servar una expresión, un vocablo que en el uso común de 
las gentes y en el lenguaje jurídico se ha venido utilizan- 

, do tradicionalmente, y ,  por tanto, esta es la finalidad a 
que tiende nuestra enmienda, a quc a lo largo del provcc- 

~ to de reforma se usen, de forma alternativa, la expresión 
aLetradon v la expresión «Abogado.. De ahí que el apar- 
tado 1 de nuestra enmienda al articulo 10 pretende quc 
se reforme en el sentido siguiente: «Los litigantcs serán 
dirigidos por Abogado habilitado legalmente para ejercer 
su profesión en el Juzgado que conozca del proceso. No 
podrá proveerse a ninguna solicitud que no lleve la firma 
de Letrado.. 

En el texto vigente del artículo 10 sólo se usa la pala- 
bra «Letrado# en el apartado 1.  La solicitud de esta cn- 
mienda es que se alterne el uso de la expresión «Aboga- 
do» y la de «Letrado.. 

En cuanto al apartado 2 de nuestra enmienda al artí- 
culo 10, no tiene otro pensamiento sino que en el proceso 
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civil se establezca, como principio general, el de la inter- 
vención preceptiva del Letrado. En todos los procesos, a 
excepción de aquellos de ínfima o escasa cuantía. 

Es decir, la filosofia de nuestra enmienda a los aparta- 
dos 2 v 3 del artículo 10 va en cl sentido de que el Lctra- 
do intervenga cn casi todos los prwcsos con carácter prc- 
ccptivo, ya que según viene el provecto de Lcv, parece 
desprenderse del pensamiento de este artículo la inten- 
ción de ir restringiendo cada vez más el carácter de in- 
tervención preceptiva de los Letrados en el proceso civil. 

El apartado 2 que proponemos pretende que se intro- 
duzca en el artículo 10 lo siguiente: ((Todos los escritos 
que se presenten, incluso los de comparecencia o perso- 
nación con su correspondiente bastantco, deberán llevar 
la firma de Letrado, quien, junto a la niisnia, expresará 
su nombre y apellidos v número dc colcgiación o habili- 
tación>~. 

Hay dos aspectos en este apartado 2 .  De un lado, el 
carácter amplio, el deseo de que la inicrvenciori prcccpti- 
va de Letrado se extienda a casi todos los procesos. De 
ahí que en los traba,jos de Comisión se nos manilcsiara 
por el portavoz del Grupo Parlamentario Socialista que 
era una n o i d a d ,  ya que no había existido en esta Ley 
ccnicnaria el que todos los escritos que se presentaran. 
incluso los dc comparcccncia o pcrsonacibn. Ilcuran.  de 
manera preceptiva, la l'irma de Letrado. Pero, senorias. 
el escrito de pcrsonación o de comparecencia n o  es un 
escrito de mero trámite. sino que es un escrito inicial de 
todo pi~occso, en el que el .jusiiciablc ha de valorar la 
trasccndciicia de ese pi.occdiniicnio; ha de sabci- quc' tipo 
dc acción ha de iniciar, ha de saber si convicric afroiiiar 
una pretensión que se dirige contra el mismo litigante o 
ha de saber dirigir quc' iipo de acción ha de plantcai.. 

Como digo, a ~ ~ u c s t r o  .juicio. es un cscriio irascendente 
e inipoiuntc.  aunque n o  haya \,cnido recogido en la Le!. 
Procesal Civil .  S i n  cnibargo, entendemos que, por esa 
trascendencia, en el escrito de personación \ '  de comparc- 
cencia debe ir, coti carácter prcvcpiivo, la I'irma de Lctra- 
do. Y añadimos que ,junto a la misnia se expresará su 
nombre \ '  apellidos y número de colcgiación. Este es un 
aspecto que queremos rcscnar, porque sobre todo en los 
colegios correspondientes a grandes capitales, cuando se 

reciben los escritos. que con gran frecuencia llevan firma 
ilcpiblc, es ncccsario idcniificar quC Letrado ha tirmado 
el escrito para evitar, en muchos supuestos. cuestiones 
de intrusismo. 

Con el apartado 3 de la cnmicnda pretendemos que se 
introduzca en el articulo 10 de iiiicrvcnciGn preceptiva 
de Letrado la excepción al principio general. 

El artículo 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil .  con- 
ILrmc vicnc el proyecto de Ley, para dejarlo más claro 
exceptúa de la intervención preceptiva de Letrado a los 
actos de conciliación. S in  embargo, la enmienda número 
325, que defiende este Diputado, y la cnmicnda que iam- 
bien dclbndcmos, número 334, del scnor Vega Escandón, 
no  son coincidentes en csic sentido, y no lo son porque el 
criterio de este Diputado, ahora que se reforma la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. al suprimir con carácter preceptivo 
el acto de conciliación para iniciar la mayoría de juicios 

declarativos (como viene establecido en el actual texto 
vigente de la Ley de Enjuiciamiento Civil), es que debe 
tener tambien un tratamiento especial a los efectos de la 
intervención de Letrado. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Para un turno en contra, tiene la palabra el senor 
chas gracias, scnor Canellas. 

Mova. 

El señor MOYA MILANES: Voy a defender conjunta- 
mente la postura del Grupo Socialista con rcspccto a 
todas las enmiendas que se han planteado al articulo 10, 
las números 325, 334 y 112, porque entiendo que la 360 
está retirada. 

Con respecto a la enmienda 325, en su párrafo primero, 
aparte de que el scnor Montcsdcoca nos ha ilustrado al 
principio en un prólogo de contenido politico, haciendo 
algunas referencias que creo que no wnian al caso, v 
entrando directamente en la cuestión que nos ocupa de 
la rclorma de la Ley de enjuiciamiento Civil. el scnor 
Diputado nos ha vuelto a deleitar con una excursión his- 
tbrica sobre las dikrcncias, las raigambres y las esencias 
del tc'rrniiio Letrado y su prclcrcncia con relación al ter- 
mino de Abogado. Bien es ivrdad que c'l no ha defendido 
la supresión del termino, sino el uso altcrnaiivo de uno y 
otro. La intención y la postura del Grupo Socialista en 
este sentido n o  ha sido la de destruir o ir contra u11 tc'r- 
niino que pueda icncr una cierta raigambre por el pruri- 
to de ir contra ese tiwnino, sino simplemente porque 
creemos que a i ~ c c e s  las razones más sencillas son con 
frecuencia las más poderosas, y con el absoluto respeto 
que nos merece toda la tcrminologia por las circunstan- 
cias de raigambre histbrica que puedan tener, de acom- 
pañamiento. tambien es verdad, S. S.  estará de acuerdo 
conmigo, e n  que es necesario, como decía antes mi com- 
pañero de Grupo el scnor Granados. en la medida de lo 
posible. ir adccuando. ir traduciendo cl lenguaje juridico 
al lcngua.jc popular y al lenguaje de la calle. 

Y o  creo que es evidente que en esta cuestión. este es 
uno de los puntos donde. me parece, que está nias asumi- 
do. m i s  entendido \ '  m á s  asimilado el termino ((Aboga- 
do. que  el de ((Letrado)). No voy a entrar más en csta 
cuestión. Mc parece quc es por u n  punto fundamental- 
niente de pragmatismo por lo que hemos adoptado esta 

decisión de niantcncr el termino (<Abogado)). Mantener el 
t thn ino  «Letrado» con esa fijeza nos parece un anacro- 
nismo conio intentar mantener el termino <(Alguacil,, - 
que en este sentido han ido algunas de sus acciones-. 
N o  quiero gastar más palabras sobre este tema porque 
creo que S.  S.  en Comisión lo hizo abundantemente y lo 
ha vuelto a hacer aqui. Tengo la irnprcsibn de que nunca 
con nicnos tema se ha podido gastar más tiempo. 

Pasando al párralo segundo, es decir, i i  la enmienda 
325.2. 
Paso al párrafo segundo. La enmienda 325.2 propugna 

la filosolia -y el mismo lo ha reconocid- de una 
mayor presencia y participación del Abogado en los iini- 
bitos procesales. Dice textualmente: «Tudos los escritos 



- 5022 - 
CONGRESO 23 DE MARZO DE 1984.-NUM. 109 

que se presenten, incluso los de comparecencia o pcrso- 
nación con su correspondiente bastanteo, deberán llevar 
la firma del Letrado ... n. 

Dejando aparte todo el problema del bastantco, del 
que ya se habló en Comisión, pero sobre el que no hay 
que hacer ahora especial referencia, nosotros entende- 
mos que esta enmienda es un retroceso significativo con 
respecto no a la reforma que planteamos o que plantea el 
Gobierno, sino a la propia Ley de Enjuiciamiento vigen- 

N o  se ha contemplado en la Ley de Enjuiciamiento 
esta particularidad del escrito de pcrsonación que ya 
aparece en la propia Lev como excepción de la necesidad 
de  la firma del Letrado. Sinceramente, no vemos la nece- 
sidad de alterar lo que la Lev viene consagrando desde 
hace cien anos en este aspecto. Creemos que la enmienda 
responde a esa filosofía de fondo de hacer más extensiva 
la intervención del Abogado incluso para supuestos de 
mera tramitación; nos vamos a oponer tambidn a esa 
enmienda. 

El párrafo 3 o el punto 3 de la enmienda 325 junto con 
la enmienda 334 hacen rcí'ercncia al artículo 10.2 del 
provecto. Efectivamente, el articulo 10.2 enumera una 
serie de excepciones, de supuestos, en los que se considc- 
ra no necesaria la presencia, la intervención del Letrado. 

Las enmiendas del Grupo Popular en esta cuestión ha- 
cen referencia fundamentalmente a dos de esos supuestos 
juicios verbales y de dcshaucio y jurisdicción voluntaria, 
y tambikn la de actos de conciliación que el scnor Mon- 
tesdeoca ha dicho que era una interpretación cxclusiva- 
mente personal y que otros companeros de su Grupo y de 
Ponencia no participaban de  esa misma interpretación. 
En ese caso le diría que quizá sería prcfcriblc que los 
proponentes se pusieran antes de acuerdo y no prcscnta- 
ran dos enmiendas en las que se plantean dos cuestiones 
contradictorias; pero como eso está pcrfcctarncntc lcgiti- 
mado, vov a referirme fundamentalmente a los juicios 
verbales v de jurisdicción voluntaria. 

La pretensión del Grupo Popular es reducir, en dcfini- 
tiva, las cuantías fijadas al respecto en el articulado del 
provecto de  Lev con objeto de amplificar y de hacer más 
extensiva la presencia, la participación, la intervención 
del Abogado. 
J Nosotros nos vamos a oponer por dos razones funda- 
mentales. En primer lugar, por coherencia con todo el 
tema de la regulación de las cuantias. Por una partc, ya 
saben ustedes que hay antecedentes del ordenamiento 
jurídico, tanto en juicios verbales como en jurisdicción 
voluntaria, de la n o  necesidad de intervención del Aboga- 
do, juicios verbales de cuantía inferior a 5.000 pesetas y 
jurisdicción voluntaria de cuantía inferior a 25.000 pese- 
tas. Parccc adecuado, con la nueva regulación que sc ha- 
ce en la reforma del tema de las cuantías, proceder a una 
elevación, a una reforma al alza de estas cuantías, con 
objeto de adccuarlas y que estas cuantias queden concor- 
des con la regulación general de este tema. Por tanto. nos 
parece que es un tema absolutamente de coherencia con 
la propia Lcv v con la propia regulación dc las cuantías. 

En segundo lugar. una cuestión que me parece impor- 

te. 

tante, que no se ha citado, y que yo creo que tambidn 
pertenece un poco al fondo de todo esto. (El  serior Presi- 
clriite ocupa la Presiúericia.) Cuando en el articulo 10.2 se 
están exceptuando una scric de supuestos, no quiere dc- 
cir eso simplemente que se cstd prohibiendo la intcrvcn- 
ción, la presencia y la participación del Abogado. Lo que 
ocurre es que se otorga a las partes la lacultad de no 
utilizar la dirección de Abogado. Por tanto.  no hay ningu- 
n a  razón para hablar de indefensión por partc del clicn- 
te, puesto que el cliente puede utilizarlo si lo considera 
conveniente. Lo que ocurre es que se cxccptuan una serie 
de cuestiones a la que no se considera necesario, que no  
es preceptivo, pero. evidentemente, es facultati\u, no hay 
prohibicibn. Por tanto. cualquier razón que se pudiera 
esgrimir sobre indclcnsión creo que está absolutamente 
lucra de lugar. En cI resto del ordenamiento juridico sa- 
be S. S.  pcrlcctamcntc que hay precedentes vigentes muy 
claros en la jurisdicción laboral y cri los juicios de hltas, 
a los que no me voy a referir. 

Por ultimo, con respecto a la enmienda número 1 12, 
defendida por el señor Cancllas, nos parece, cn cierto 
modo tambien, lo que decíamos al principio de la iriter- 
wnción sobre la sustitución del termino (<Letrado» o 
<<Abogadon, es un tema menor que el mismo señor Cañe- 
llas creo que lo ha reconocido, es un tema vigente en la 
Ley de 188 1 ,  sin especiales problemas. Y o  sC; que a i.1 esa 
razón n o  Ic satislacc. pero es una cucstibn de redactado 
que no ha suscitado grandes temas y sobre todo que su- 
primirlo tampoco iba a hacer desaparecer los posibles 
problemas que pudieran plantearse. Yo creo que el tema 
n o  tiene especial incidencia. Nos parece conveniente n o  
al tcrarlo. 

tzn consecuencia. a todas las cnniicndas a cstc articulo 
10 nos vamos a oponer. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Moya. 
Tiene la palabra el scnor Montcsdcoca. por dos minu- 

tos, para la rdplica. Vamos a suprimir las replicas en este 
debate. o sea, que tiene usted la suerte dc ser el ultimo 
que interviene con replica. 

El scnor MONTESDEOCA SANCHEZ: G i x i a s ,  señor 
Prcsidcntc, scnorias, muy brevemente, por indicación del 
scnor Prcsidcntc y por la necesidad dc la larga marcha 
de este debate. Simplemente, voy a hacer una replica 
sucinta y concreta a las manifestaciones expuestas por el 
portavoz del GrupoSocialista. 

En primer lugar, que mis palabras en el preámbulo a 
la defensa de las enmiendas, quc tuvieron una matiza- 
ción de carácter político, fueron propiciadas por la intcr- 
vcnción del scnor Ministro de Justicia y por la de los 
Diputados que intervinieron con anterioridad. porque el 
propósito de este Diputado era exponer de una lorma 
rigurosa y con caracteres cmincntcmcntc tecnicos las cn- 
micndas propuestas. y por ello me vi obligado a hacer 
una valoración política conforme se iba llevando la línea 
del debate. 

En segundo lugar, el portavoz del Grupo Socialista se 
opone a la pretensión que formulo en la enmienda 325, 



- 

CONGRESO 
5023 - 

23 DE MARZO DE 1984.-NüM. 109 

n o  de sustitución de la palabra [(Abogado. por ((Letra- 
do». conlornic viene actualmente en el artículo 10 del 
texto vigente. sino al uso alternativo de ambos vocablos 
y que considera este Diputado que no es una expresión 
anacrónica, que n o  es una expresión que está congelada 
en los libros de historia, sino quc es una expresión usual 
que esta en el común de la gente, que está recogida e n  la 
Prensa actual. cuando el propio diario <,El País», hoy, de 
un suceso que ha ocurrido en Cádiz, hace referencia al 
Letrado, o sea, está rclcrido en el uso común, se recoge 
en las propias sentencias de los Tribunales de Justicia. 
N o  se trata de un problema de prurito, de conservar un 
anacronisnio. sino simplemente el respeto al lenguaje, al 
uso y al vocablo que se utiliza normalmente en los Tribu- 
nales. Esa es la finalidad de nuestra enmienda, que pare- 
ce simple, pero que. sin embargo. tiende a conservar un 
iucablo de trascendencia y de uso habitual en los Tribu- 
nales y que se recoge, asimismo, en las sentencias del 
Tribunal Supremo. 

En cuanto a lo que ha manifestado el portavoz del 
Grupo Socialista de que el principio general de intcrven- 
ción preceptiva del Letrado, que es la filosofía del resto 
de nuestra cnmicnrla. es un retroceso a lo que va viene 
establecido cn la Iegislacibn vigcntc. es un problema de 
concepción, de intcrprctación. Si, efectivamente, se con- 
sidera que la postulación procesal es el proceso en su 
cmjunto  y en todos y cada uno de los actos proccsalcs 
singulares, tal como está estructurado el proceso civil, 
conservando. aunque sea atenuando. el principio disposi- 
tivo de las partes, la intervención del Letrado es de intc- 
res público. produce la verdadera protección y seguridad 
iurídica a los litiganies y si la intervención y asistencia 
tccnica del Letrado n o  supone entorpecer el proccdi- 
miento ni encarecerlo. sino, al contrario. garantimr la 
seguridad ,jurídica. entonces seria necesario introducir 
como principio general l a  intervención preceptiva del 
Abogado. Si, por el contrario, por la mayoría socialista se 
entiende que la intervención preceptiva de Letrado lo 
que hace es dilatar, complicar el procedimiento y cncare- 
c c i h .  es un problcnia de interpretación, de valoracibn en 
este sentido. del cual nosotros completaniente discrcpa- 
mos. 

Tcriiiiiio con ello. Mientras el proceso civ i l  se mantcn- 
ga en su estructura y con su coniple.iidad tccnica. la ligu- 
ra del Abogado es indispensable. es necesaria; s i  se ticn- 
de a modificar la Ley de Enjuiciamiento Civil en otra 
velorma haciendo un procedimiento sencillo. un proccdi- 
miento Iácil, un procedimiento que se adccuc a l  conoci- 
miento de la gente común. entonces se podría restringir y 
hasta suprimir la intervención del Letrado. pero micn- 
tras tanto, scnoi-¡as, mientras se comprenda la complc.ji- 
dad tccnica del pi.occso y cada uno de sus actos proccsa- 
les. singulares, entendenios que la intervención prcccpti- 
\'a del Letrado n o  es un retroceso; es, al contrario, una 
garantía para los litigantes. es cumplir los mandatos de 
la Constitución cspanola en cuanto a la dcfensión de los 

iusticiablcs y es, adcniás. una garantía para el ,justiciablc 
al entrar e n  un proceso complejo, lleno de tecnicismos y 
en donde. además, prima el principio dispositivo de las 

partes como el principio fundamental en la constitución 
del propio proceso civil. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Montesdeoca. 
Tiene la palabra el señor Canellas. 

El señor CANELLAS FONS: Gracias, señor Presidente. 
Efectivamente, como ha dicho el scnor Moya, la enmien- 
da 112 n o  era una cuestión trascendente, era simplemen- 
te adaptar la Lcv a la realidad. Si hoy en día estos escri- 
tos no llevan firma de Letrado porque la Ley lo autoriza 
y va se ha consolidado como práctica habitual que no los 
firmen los Letrados, ¿por quí. no adaptar la Ley a la 
realidad y seguir manteniendo un precepto que, de todas 
maneras, no se va a cumplir? 

Ya he dicho que no valía la pena organizar una refor- 
ma de la Ley de Enjuiciamiento Civil sólo por este punto, 
pero, puesto que se trae a colación el articulo 10, dejk- 
moslo adaptado perfectamente a la realidad, puesto que 
hay una oportunidad. v en otras cuestiones, como en el 
articulo 515 o en las providencias, se ha ido a adaptar la 
Ley a lo que es. en realidad, hov en día la práctica foren- 

No veo la importancia que puede tener no aceptar esta 
se. 

enmienda. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Cane- 
llas. El señor Moya tiene la palabra. 

El scnor MOYA MILANES: Muy brevemente, porque la 
mavoría de las argumentaciones, tanto por parte de los 
cnmcndantes como por mí mismo, han sido va amplia- 
mente reiteradas. y con objeto de agilizar el debate vov a 
ser muy brcvc. 

En cuanto a la intervención del señor Montesdroca, 
nuevamente reiterativa, sobre el tema del Letrado v el 
Abogado, no hemos escuchado nuevos argumentos; por 
tanto, y o  no voy a repetir los míos; me parece que es un 
tema suficientemente debatido. 

Respecto a la intervención del Abogado. que podía ser 
u n  poco el núcleo sustancial de su exposición, nadie dice 
que no  sea indispensable. evidentemente, la figura del 
Abogado; lo que decimos. y lo que dice la Ley, y en lo que 
nos mantenemos. es que hay actos que no son complejos, 
ti.cnicamcntc, y en los cuales no hay por qui. requerir 
prcccptivamcntc la intervención o la presencia del Abo- 
gado. 

Eri ese sentido, vuelvo a repetir lo que decía antes: 
existe esa facultad para utilizarlo. si se considera convc- 
niente, pero n o  hay por que requerirlo con carácter prc- 
ccptivo. N o  hay ningún riesgo de indefensión. me parece 
que es absolutamente claro. Aquella persona que se con- 
sidere, por su capacidad o circunstancias personales, ne- 
cesitada para cualquier tramite. incluso insignificante, 
de la asistencia del  Abogado, puede utilizarlo, no se lo 
prohibe la Ley, pero ¿por quC; vamos a consagrar en la 
Lcy esa intcrvcnción preceptiva hasta c'n casos absoluta- 
mente nimios? 
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Sinceramente, no vemos ninguna justificación, como 
no sea una necesidad de intervenir con carácter precepti- 
vo, ampliando su presencia. N o  quiero hacer juicios de 
intenciones, y entrar en posibles interpretaciones de de- 
fensa de intereses que se expusieron en Comisión v que 
no los mencionó este Grupo, y que simplemente ustedes 
la iniciaron en su intervención en comisión v se dieron 
por aludidos sin que nuestro Grupo hiciera ninguna alu- 
sión previa; fue una especie de reflejo defensivo al que 
nosotros no prestamos primera provocación. 

Por último, la enmienda 112, del señor Cañellas, reco- 
noce, y reconozco también que, evidentemente, es una 
cuestión menor, pero que. en definitiva, no es que sea esa 
la cuestión; lo que ocurre es que pueden darse situacio- 
nes, y SS. SS. lo saben perfectamente, en que no sea po- 
sible, por circunstancias singulares, la presencia del Abo- 
gado, porque esté verdaderamente enfermo, en situación 
difícil, y entonces hay de alguna manera que salvar esa 
posibilidad, y de ahí ese inciso. No tiene mavor problc- 
ma, y nos parece que es la única manera de resolver este 
tema. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Moya. 
Vamos a proceder a la votación de este articulo 10. 

Votamos conjuntamente todas las enmiendas ael Grupo 
Popular. las números 325, 334 y 112. Comienza la vota- 
ción. ífairsa.) 

Efectuada iu votución, dio el sigiiierite resiiitudo: Votos 
emitidos, 201; a favor, 46; eti cotitru, 148; ubsteiicioiies, 
siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Vamos a votar el artículo 10, de acuerdo con el dicta- 
miendas del Grupo Popular al artículo 10. 

men de la Comisión. Comienza la votación. íPuirsu.) 

Efectuada la votación, dio el sigiriente resititudo: Votos 
emitidos, 206; a favor, 158; en conira, irno; ahsteitciories, 
47. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 10 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de acuerdo con el dic- 
tamen de la Comisión. 

En este artículo 1 .U del proyecto, hasta el final, se puc- 
den agrupar, según me ha indicado el setior portavoz dcl 
Grupo Popular, las enmiendas de este Grupo. Pero si les 
parece a SS. SS. podemos votar previamente todos los 
artículos de la Ley a que se refiere este artículo 1 .II que no 
tienen enmiendas. i De acuerdo? (Asentimiento.) i Les pro- 
duce, en cuanto al debate, algún problema el votarlos 
previamente? (Denegaciones.) Entonces vamos a votar los 
artículos 13, 14, 16, 17, 18 y 19, 21, 23, y me parece que 
ninguno más. 

El seiior CANELLAS FONS: Selior Presidente, cl arti- 
culo 23 tiene la enmienda 122, que está pendiente de 
debate. 

El serior PRESIDENTE: El artículo 23 no tiene cn- 
miendas. 

El señor CANELLAS FONS: Es que estaba mal. La 
enmienda 122 era al articulo 23 v puede ser que se haya 
incluido como dentro del artículo 22, pero realmente es 
al artículo 23. 

El señor PRESIDENTE: Entonces, el que votamos es el 

Repito, vamos a votar los artículos 13, 14, 16, 17, 18, 
artículo 22 v no  el 23. 

19. 21 v 22. Comienza la votación. (fairsu.) 

Ef~ctrtudu Iu tutucidti, dio el siguiente resititudo: Votos 
eutilidos, 206; u favor, 201; eri coritru, dos; uhstenciotirs, 
tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los articu- 
los 13, 14, 16. 17, 18, 19, 21 v 22 del articulo 1." del 
proyecto de Lcv. 

Para la defensa de las enmiendas restantes a este arti- 
culo I .I', presentadas por el Grupo Popular, tiene la pala- 
bra el señor Ruiz Gallardón por un tiempo de diez minu- 
tos. 

El señor RUIZ CALLARDON: Señor Presidente, Ic 
agradezco mucho que me haya dado un tiempo de diez 
minutos, de los cuales no voy a consumir ni siquiera uno 
por cuanto que toda esta SccciYn Segunda del Libro I de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, que es la rclercntc al 
tema de la justicia gratuita, uno de los grandes hallazgos 
y aportaciones que ha hecho la Cámara al proyecto pri- 
mitivo enviado por el Gobierno en el que no se modilica- 
ba para nada la cntonccs llamada dclensa por pobre, ha 
sido objeto de discusión entre el Grupo Socialista, cn- 
mendante por su parte, lo mismo que cl Grupo Popular 
lo ha sido por la suya. y hemos llegado a una serie de 
articulos transaccionalcs, aceptando unas veces unas tc- 
sis del Grupo Socialista, otras veces, tesis del Grupo Po- 
pular, v otras con textos que conjuntamente hemos acor- 
dado. 

Como quiera que es el Grupo Socialista el que ha lleva- 
do la iniciativa en esta materia, vo rogaría al señor Prcsi- 
dcnte que expusiera tales enmiendas en su conjunto el 
ponente señor Barrero, de tal forma que pudiéramos rc- 
plicarlc si hubiera lugar a ello v votarlas todas conjunta- 
mente, con lo que pasaríamos va al articulo 50 de la Lcv 
de Enjuiciamiento Civil. 

El señor PRESIDENTE: Muv bien. Me da la impresión 
de que hav acuerdo en esta innovación reglamentaria 
que ha introducido el señor Ruiz Gallardón. 

Por un tiempo de diez minutos tiene la palabra el sc- 
aor Barrero. 

El señor BARRERO LOPEZ: Señor Presidente. señoras 
y señores Diputados, parece lógico subravar, aunque sea 
de forma enormemente grave. una de las reformas en la 
que esta Cámara ha tenido mayor incidencia v en la que 



- 

CONGRESO 
5025 - 

23 DE MARZO DE 1984.-NUM. 109 

los Grupos han conseguido una fórmula de acuerdo. que 
creo que es buena para la Cámara v para la propia refor- 
ma. 

Se trata del beneficio dejusticia gratuita, lo que en 
tkrminos radiofónicos se suele llamar los pleitos gratis, 
que entiendo, como entiende mi Grupo. tiene una nueva 
regulación, ya que la terminología de la antigua Ley de 
Enjuiciamiento Civil era una terminología caduca, como 
lo era su procedimiento, v que paso a explicar de una 
forma muy breve. 

Creo que es bueno desde el principio recordar aquí 
unas palabras de Eduardo Couture, quien en su introduc- 
ción al estudio del proceso civil sostenía que la acción 
judicial es en última instancia el sustitutivo civilizado de 
la venganza privada. 

Así  lo entendieron también indudablemente hace casi 
dos siglos los propios revolucionarios franceses. que en 
Leyes de 16 v 24 de agosto de 1790 proclamaron el im- 
portante principio de igualdad de todos los ciudadanos 
ante la Administración de Justicia. 
Yo creo que debe ser motivo de orgullo, asimismo, que 

la Constitución española hava recogido también estos 
principios, consecuentes, además. con el respeto máximo 
a la libertad v a la dignidad humana en una scric de 
artículos v,  así, por ejemplo, en el artículo 117, se nos 
recuerda a todos que la justicia emana del pueblo; cn el 
artículo 24,  que todas las personas tienen derecho a obtc- 
ner la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el 
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos y ,  final- 
mente, en el artículo 119, que la justicia será gratuita, 
cuando así lo disponga la Ley, y,  en todo caso, respecto 
de quienes acrediten insuficiencia de recursos para l i t i -  
gar. 

Es tambicn de destacar, a nivel de Derecho compara- 
do, la recomendación número 7 sobre medidas para Iaci- 
litar el acceso a la justicia. adoptada por el Comiti. dc 
Ministros del Conscjo de Europa el 24 de mayo de 1981. 
en este mismo sentido. 
Es un orgullo para nosotros los sucialistas decir que en 

conexión clara con esto. en nuestro programa. dentro del 
apartado dedicado a la reforma de la Administración de 
Justicia que nosotros considcrábamos y consideramos 
como una autkntica cuestión de Estado, se formulaba ya 
la voluntad firme dc conseguir la gratuidad de la justi- 
cia. 
Yo creo que este es el primer v fundamental paso, dado 

con la generosidad, porque es bueno decirlo dcsdc aquí, 
v la sensibilidad tambicn de los demás Grupos de la Cá- 
mara, especialmente del Grupo Popular, para la consccu- 
ción de ese fin tan importante. Efectivamente, señores 
Diputados, vo creo, v conmigo el Grupo Socialista, que el 
acceso a la justicia en España, a pesar como he dicho 
antes de que esta posibilidad venía formulada en la anti- 
gua Lev de Enjuiciamiento Civil, es más fácil, ha sido 
más facil v sigue siendo más fácil, por ejemplo, para un 
podcrosa sociedad mercantil, que tiene a su disposición 
toda una flotilla de asesores jurídicos v de juristas, que 
para el modesto asalariado o para el asalariado medio. 

Hemos querido, por tanto,  v hemos contado para ello 

con la sensibilidad de los demás Grupos, que esta Scc- 
ción cuente desde ahora con los siguiente principios. En 
primer lugar, el acceso directo a la justicia para todos 
aquellos cuvos ingresos o recursos económicos no cxcc- 
dan del doble del salario mínimo interprofesional en ca- 
da momento, es decir, en términos líquidos v en la actua- 
lidad, para toda persona que gane menos de aproximada- 
mente 70.000 pesetas al mes, pudiendo también otorgar- 
se este derecho, que no privilegio, cuando por el número 
de hijos, por el estado de salud del solicitante, por las 
obligaciones de este solicitante o por otras causas sc- 
rnejcntes, a juicio de Jueces v Tribunales, se aconseje 
ampliar esta medida a aquellos cuyos ingresos no lleguen 
a superar el cuádruplo del salario mínimo intcrprofcsio- 
nal. En tcrminos líquidos, v para mejor entendimiento, 
en la actualidad podría acceder a la justicia gratuita una 
persona que tuviera por todo ingreso alrededor de las 
135.000 pesetas mensuales. 

En segundo lugar, v como principio fundamental. el 
beneficiario está exento de todo tipo de pagos, incluidos, 
Iógicamcntc. los de los profesionales del Derecho, Aboga- 
dos v Procuradores. 

En tercer lugar, el proceso para la obtención del bcnc- 
ficio de ,justicia gratuita se sustancia. de acuerdo con la 
nueva reforma, mediante un procedimiento más rápido. 
que es el juicio verbal. 
JJ En cuarto lugar, el bcnificiario de la justicia gratui- 
ta tiene derecho a que se Ic nombre Abogado y Procura- 
dor a su clccción, si acepta el cargo, o de oiicio, tanto 
para ser defendido en el pleito principal como para cnta- 
blar la solicitud del bcnclicio de justicia gratuita. Por 
eso, en este ánimo de concordia que agradecemos a todos 
los Grupos. nosotros, señor Presidente, vamos a prcscn- 
tar una scric de enmiendas transaccionalcs, que corres- 
ponden a los artículos 23,  25, 27, 28, 30, 31, 32, 35 y 37, 
anunciando. además, que votaremos a favor de la cn-  
micnda 125, al artículo 26, del Grupo Parlamentario Po- 
pular, y de la enmienda 135, del mismo Grupo Popular, 
al artículo 36, del dictamen de la Comisión. 

Para terminar, señor Presidente. creemos. y lo creemos 
de verdad, con el profesor Grunsky, que el ultimo de los 
puntos clavc que sirven para demostrar realmente la efi- 
cacia de un proceso es la tutela de la parte más di.bil, 
quc la proteja contra la posibilidad de que un adversario 
más fuerte cconomicamcntc, o más experto jurídicamcn- 
te, obtenga una rcsolucihn en  desacuerdo con la situa- 
ción juridica real. 

Con la comprensión v el esfuerzo de los profesionales 
del Derecho a cuya profcsionalidad apelamos, como Gru- 
po, queremos, en palabras del profesor Pcrrot, que la 
tutela judicial. el bcnclicio de justicia gratuita, la ayuda 
judicial sea autknticamcntc un servicio público, dcstina- 
do, por tanto, a derribar las barreras que impidan a los 
menos afortunados económicamente acceder a los Tribu- 
nales de justicia. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Barrc- 
ro . 
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El senor Ruiz Gallardón tienen la palabra. 

El senor RUIZ GALLARDON: Senor Presidente, seno- 
rias, es desde luego un motivo de alegría para el Grupo 
Popular el comprobar cómo en un tema verdaderamente 
importante v que - c o m o  ha dicho muv bien el señor 
Barrer- va a facilitar extraordinariamente el acceso de 
todos los justiciables ante los Tribunales de justicia, más 
allá de sus capacidades económicas, se haya podido Ile- 
gar a un pleno acuerdo en virtud de dos texto que origi- 
nariamente fueron redactados por los respectivos Grupos 
Parlamentarios Popular v Socialista, que en su finalidad 
coincidían v que no ha sido dificil transigir en aquellas 
modalidades de detalle en las que discrepaban. 

Dicho lo anterior, únicamente sirvan mis palabras pa- 
ra que de este dato verdaderamente importante tome la 
Cámara conciencia, tome el pueblo espanol al que repre- 
sentamos buena nota también, por cuanto que es propó- 
sito en este sistema democrático el facilitar el acceso a la 
justicia, en lo que todos los Grupos Parlamentarios de- 
mocráticos estarnos conformes. 

Y una última recordación o remembranza de que ello 
ha sido siempre motivo de orgullo, de legitimo orgullo, 
ya desde los siglos XVI y XVII, para las corporaciones 
profesionales, Abogados y Procuradores, que desde sus 
más altas v significadas figuras del foro han tomado so- 
bre si, a titulo de honor. la carga de defender al más 
necesitado. precisamente porque era el más necesitado v 
disponiendo sus mejores argumentos y sus más finas in- 
teligencias al servicio de quien no tiene medios para acu- 
dir normalmente a reclamar justicia. 

Por todo ello, senor Presidente, yo solicitaria que. 
puesto que estamos discutiendo del artículo 23 en ade- 
rante. se facilitara a la Presidencia dichos textos al objeto 
de que pudieran ser votados todos ellos Conjuntamente 
previa lectura de los mismos, por si algún Diputado que 
esté en la Cámara tuviera que hacer alguna reserva en 
este punto concreto. 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Parlamentario So- 
cialista y el Grupo Parlamentario Popular conocen las 
enmiendas transaccionales. iAlgún otro Grupo Parla- 
mentario quiere tener conocimiento en este momento? 
(Pairsa.) Se someten a votación. Como los Grupos Popu- 
lar v Socialista conocen el tema y los demás también, 
vamos a proceder a la votación de estas enmiendas tran- 
saccionales de los articulos 23 al 50 de la Lev de Enjui- 
ciamiento incluidos en el articulo 1: de la Lev. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efkcriruda 1u votación, dio el sigirierile residrudo: Voros 
emitidos, 206; a favor, 202; en contra, uno; absrenciones, 
(res. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas transaccionales a los artículos 23, 24, 25, 26, 27, 
28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 
44, 45, 46, 47, 48, 49 v 50, de la Lev de Enjuiciamiento 
Civil incorporados al articulo 1 ." de este provecto de Lcv. 

Vamos a continuar con el debate del artículo 2: 
El artículo 2." de este proyecto no tiene enmiendas, 

El señor RUIZ GALLARDON: Al artículo 2: sólo que- 
dan vivas dos enmiendas, que son la número 326 y la 
número 361, al articulo 84, que podrán ser defendidas 
conjuntamente por mi compañero señor Canellas. Y no 
hav más enmiendas a ese artículo 2: 

El señor PRESIDENTE: Yo iba a hacer la votación de 
lo que no tenia enmiendas. pero quizá sea mejor defen- 
der las enmiendas antes. 

Tiene la palabra el senor Canellas. 

El senor CANELLAS FONS: Senor Presidente, seño- 
rías, al articulo 84 hav pendientes de debatir dos enmien- 
das del Grupo Popular. Una de ellas es la número 326 
que hace referencia al texto que figura en el proyecto, y 
que guarda estrecha relación con la enmienda número 
325 que ha defendido anteriormente mi compatiero de 
Grupo, señor Montesdeoca. 

El tema es el mismo. es el de la alternancia de los 
vocablos -Letrado. v -Abogado. dentro de ese texto, y el 
de la cuantía en cuanto a las inhibitorias, que la enmien- 
da pretende, en estrecha correlación con lo que se había 
planteado anteriormente en las excepciones a la presen- 
cia de Abogado en el juicio, que las inhibitorias que se 
planteen en juicio verbal de cuantia inferior a 1O.OOO 
pesetas sean las únicas que queden exentas de la inter- 
vención letrada. 
No vov a insistir más en los argumentos. puesto que va 

han sido debatidos ampliamente con anterioridad, y en- 
tro. pues, seguidamente, a defender la enmienda número 
36 1 , que propone la adición de tres párrafos más al único 
que contempla el provecto de Ley. 

En cuanto a esta enmienda, al oponerse a ella en Comi- 
sión sc nos dijo, v leo textualmente del -Diaro de Sesio- 
nes»: uSuscita un problema que, como bien se ha dicho, 
en la práctica padecemos los Abogados.. Es un problema 
con el que nos encontramos. cual es el de la posible inde- 
fensión de un litigante que promueve la inhibitoria, es 
decir. la cuesti8n de competencia, frente a un Juzgado 
distinto del que está conociendo el proceso. 

Nuestra enmienda tiende a que este litigante que pro- 
mueve la inhibitoria pueda obtener la suspension del jui- 
cio principal, del quc está conociendo otro Juez, mien- 
tras se resuelve la cucstión de competcncia. Se nos argu- 
mentó que, si bicn esto tundia a resolver un problema 
práctico, su introduccion podia ser causa de que algunos 
ul i s t i l los»  -no vov a entrar en la buena o la mala fe de 
los mismos- pudieran acogerse a este precepto para 
conseguir el retraso -sine dic.. o por lo menos prolonga- 
do, del proceso principal. Es posible; entendemos perfec- 
tamente que si lo que se quiere agilizar es, como se dijo 
también, la tramitación de los procedimientos. se pueda 
argumentar eso; pero -son palabras también del porta- 
voz socialista- esta agilización no tenia que venir en 
detrimento -usin merma», dijo textualmente- de las 
garan t ias procesales. 
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La introducción de esta enmienda es precisamente una 
garantía procesal para un litigante que no puede acudir 
ante el Juzgado donde se está tramitando el procedi- 
miento v acude a otro solicitando la inhibición del pri- 
mero. 

La pregunta es. si para evitar que estos posibles alisti- 
llos» -vuelvo a decirlo así para no entrar en la califica- 
ción de su bucna o mala fe-, se aprovechen de  un pre- 
cepto que existe, se ha de dejar indefensos a otros que de 
buena fe sólo tienen este recurso dc la inhibitoria ante 
otro Juzgado para defender sus derechos. Es decir, si 
para quitarles el arma a los pocos .listillos. que pueda 
haber, es licito dejar, aunque sea a uno solo que, de bue- 
na fe, haga uso de esta posibilidad de mantener su dere- 
cho, s in  verlo capitidisminuido por el hecho de que el 
transcurso del tiempo le hava privado luego, en el procc- 
so principal, de intervenir en un trámite esencial -como 
se puso de ejemplo-, cual puede ser el de la contcsta- 
ci6n a la demanda. 

Entendemos que aunque sólo sea por salvar a un ino- 
cente vale la pena exponerse a que unos cuantos listos 
usen y abusen de esta arma que de bucna fe les damos 
noso t ros. 

Nada más, señor Presidente. y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Para turno e n  contra. ticnc la palabra el scnor Grana- 

dos. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presidente, 
nucstro Grupo sc va a oponcr a las dos cnmicndas quc 
han sido defendidas por el señor Canellas. 

En cuanto a la número 326 se va a oponcr por los 
razonamientos que hemos cscuchado antes a nuestro 
compañero dc Grupo. señor Moya. y que, en aras a la 
brevedad, no voy a repetir a la Cámara. Si quisiera aña- 
dir que hay que ser coherentes. El Grupo Popular lo es al 
seguir manteniendo esta enmienda: nosotros tenemos 
que scrlo en el rechazo por cuanto no hemos distinguido 
cuando hemos hablado de ,juicio verbal. Por tanto. sería 
incongrucntc imponci ese límite dc las 1O.ooO pesetas. 
que sigue siendo ,juicio verbal y,  por tanto. hace validas 
nuestras argunicntacioncs ya expuestas. 

En cuanto a la enmienda número 361, cn rcalidad lo 
que plantea el señor cnmcndantc cs una prevención del 
sistema: la posibilidad de que el rcqucrimicnto de inhibi- 
ción va a cumplir una finalidad práctica. Es cierto que 
todos sabernos notoriamente que este sistema de la inhi- 
bitoria produce una Iuga por parte de los profesionales 
de acudir al uso del mismo por los inconvenientes prácti- 
cos que se dan. Queda, por tanto, el uso de la dcclinato- 
ria, que es otro procedimiento. Pero yo creo que con las 
observaciones v matizaciones que contienen los dos pá- 
rrafos que se prctcndcn adicionar al artículo 84 tampoco 
se lograría esa finalidad, v les vov a decir por que: por- 
que ustedes en el primer párrafo lo único que dicen es 
que cuando se promueva la inhibitoria, el Juez ante el 
que se propone comunicará acon la mavor urgencia». 
Bien; pues eso es de una vaguedad absoluta. Decir #con 

la mayor urgencia. KS tanto como decirle al órgano judi- 
cial: @Usted no opera habitualmente con la mayor urgen- 
cia, y en este articulo tenemos que decirle que lo haga 
con la mayor urgencia.. Eso me parece hasta duro. Y es 
una vaguedad porque no fija plazo. En consecuencia, 
creo que no resolvería nada. 

El segundo párrafo ya parece que precisa algo más en 
el lenguaje, en el sentido popular, al decir que si el auto 
que después se dicte no diera lugar a requerimiento de 
inhibición, le pondrá inmediatamente en conocimiento 
del Juzgado. Senorías, si todos los autos v sentencias se 
tienen que notificar en el mismo dia o al siguiente, como 
hay un precepto que vamos a ver luego, ¿decir tcinmedia- 
lamente» significa que tiene que ser pasados unos minu- 
tos, o una hora, o diez horas, dentro del mismo dia? Pues 
estamos en lo mismo. Ya sabemos que lo va a notificar 
dentro del plazo, que es inmediatamente. En consecuen- 
cia, esa pcrdida de los dias que se van con el informe del 
ministerio fiscal, precepto que sigue en vigor, es lo que 
en  la práctica todos sabemos que demora la rapidez v la 
urgencia de la tramitación de la inhibitoria, pero este es 
un procedimiento que n o  podemos evitar, sino acudiendo 
a la dcclinatoria, como hacemos los profesionales. 

En consecuencia, nos vamos a oponcr a ambas enmien- 
das. 

El scnor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Vamos a proceder a votar las enmiendas números 326 

Comienza la votación. íPaii.sa.l 
y 361, del Grupo Popular. 

Ef&tiiudu Ir votacióri, dio el sigiiierite resiiltado: Votos 
eiiiiridos, 208; u fu iwr,  63; eri corttra, 142; ahstericioiies, 
tres. 

El senor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las cn- 
miendas números 326 y 361. al artículo 84. 

¿Se puede votar todo el texto de este articulo 2:* de una 
vez? (Aseritirriieri1o.l Entonces. votamos el artículo 2." en 
su conjunto. comprendiendo la reforma. los artículos 
74.3. 84, 87 y 106. 

Comienza la votación. (Parisa.) 

JJ Efictiiada la iuoiacióri, dio rl sigiiietite rrsiiltado: Votos 
erriitidos, 208; a taiwr, 162; eri coritra, tres; ubstericiories, 
43.  

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el aiticulo 2:. 

Al  articulo 3." se han retirado las enmiendas iiumeros 

Pasamos a la enmienda número 95, del Grupo Parla- 

de este provecto de Lcv. 

362 v 336, del Grupo Parlamentario Popular. 

mentario Centrista. El señor Núncz tiene la palabra. 

El señor NUNEZ PEREZ: Que se someta a votación. 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas números 79 v 80. 
del Grupo parlamentario Mixto. (Pausa.) Se dan por dc- 
caldas. 
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Quedan vivas las enmiendas números 151 y 153. del 
Grupo Parlamentario Popular. Para su defensa, tiene la 
palabra el señor Pillado, por diez minutos. 

El señor PILLADO MONTERO: Señor Presidente, seño- 
rías, el proyecto del Gobierno pretende, en los artículos 
261 y 273 en conjunto, que las comunicaciones de los 
Tribunales con los litigantes y demás personas que intcr- 
vienen en el proceso -los testigos, los peritos, ctcetcra- 
-, las notificaciones, citaciones y emplazamientos (luego 
hablaremos de los requerimientos) se hagan obligatoria- 
mente por medio del correo, salvo que el Juez, excepcio- 
nalmente, acuerde otra cosa. La posibilidad de estas co- 
municaciones por correo ya fue introducida en nuestro 
proceso por la Ley de 17 de julio de 1978, si bien con 
carácter excepcional; ahora, se pretende que esa excep- 
ción se convierta en regla general. 

Creemos que la reforma en este punto tampoco es acer- 
tada -y digo tampoco, porque en otros no lo es-. y las 
cosas en esta materia están bien actualmente. De ahí 
nuestras enmiendas números 151 v 153 a estos artículos, 
que defiendo conjuntamente. 

El mejor argumento que se puede utilizar contra el  
proyecto del Gobierno en este caso y a favor de nuestras 
enmiendas es el siguiente. Si de lo que se trata es de 
agilizar los procesos, no se entiende cómo un trámite que 
se puede despachar en unos minutos pasa ahora a dila- 
tarse durante unos cuantos días. En efecto, pensemos en 
un pueblo que está a 10 ó 20 kilómetros de la sede del 
Juzgado; un emplazamiento o la citación de un testigo o 
de un perito por personal del Juzgado se hace en unos 
minutos, en media hora o en una hora; por correo se 
tardará dos, tres o más días. Si a eso se le suma la devo- 
lución del acuse de recibo, para que haya constancia en 
autos de por qué se frustró la comunicación o la citación, 
al menos pasarán cuatro, cinco o más días. Esto no se 
entiende en modo alguno, cuando de lo que se trata es de 
agilizar los procesos. 

Si a eso unimos que la comunicación por personal del 
Juzgado goza de fehaciencia y que no se puede decir lo 
mismo de las comunicaciones hechas por los funciona- 
rios de Correos, todavía la cosa se entiende menos. 

Sigamos con un ejemplo. En el juicio de cognición, que 
ahora va a ser frecuentísimo al elevarse su cuantía máxi- 
p a  q 500.000 pesetas, el período probatorio sólo dura 
diez días. Una prueba testifical ha de señalarse con tres 
dias de antelación, según el artículo 642 de la Lev de 
Enjuiciamiento Civil que nos ocupa, y los testigos han de 
citarse al menos con dos días de antelación, según el 
articulo 643. Luego, antes de cuatro o cinco días, no po- 
drá practicarse esta prueba, y pueden ser cuatro o cinco 
días perdidos en un período probatorio que, como digo, 
sólo dura diez días. Supongamos que los testigos no obe- 
decen, no comparecen o no aparecen; habrá que empezar 
un nuevo señalamiento, también con tres días de antela- 
ción. Si echamos cuentas, caeremos con mucha facilidad 
fuera del periodo probatorio, con lo cual habrá que echar 
mano, en este juicio y en otros (pienso ahora en el juicio 
ejecutivo que también tiene un plazo probatorio de diez 

días), de la citación por personal del Juzgado. Así, lo que 
ahora es regla, v se quiere convertir en excepción, segui- 
rá como regla v ,  en este aspecto, la reforma quedará 
frustrada. Este ejemplo podría multiplicarse respecto a 
las notificaciones v emplazamientos de los litigantcs o 
peritos. 

Es importante llamar la atención sobre la prueba pc- 
ricial, porque en los primeros días del periodo probatorio 
se dan los especiales trámites de designación de perito. A 
los peritos hav que citarles para que vengan a aceptar el 
cargo v despuks hav que hacer el senalamiento para que 
se practique la prueba pericial. Por medio de citaciones 
por correo, que siempre se dilatan tres o cuatro días, csto 
no podría llevarse a cabo dentro del período probatorio 
de estos juicios, que lo tienen corto. 

He de hacer una alusión a los requerimientos. En cl 
primer párrafo del artículo 261 se excluven los rcqueri- 
mientos, y es natural. Con arreglo a la Ley de Enjuicia- 
miento Civil hav que esperar la contestación del rcqucri- 
do. recoger la contestacicin del requerido, si la da. Por 
tanto, el requerimiento no puede haccrsc por corrco; no 
se podrá cumplir el artículo 276, párrafo segundo. 

En el siguicntc párrafo del artículo 261 se habla de la 
persona notificada, citada, «requerida. o emplazada. Si 
hemos excluido los requerimientos del párrafo primero, 
como ticne que ser, no se entiende cómo luego se habla 
de la persona requerida en el párrafo segundo. Este es un 
error v un ejemplo más de las notables imperfecciones de 
esta reforma; imperfecciones que tanto trabajo nos están 
costando corregir, con no mucho éxito por cierto. 

En resumen, dejemos el tema de las comunicaciones 
por correo tal como está actualmente, con carácter cx- 
cepcional. A ello se dirigen estas enmiendas. Lo contrario 
creemos que no es agilizar los procesos; es complicarlos 
mis. En este y en otros aspectos, la reforma va a produ- 
cir el efecto contrario. En vez de estar agilizando los 
procesos. vamos a cer en el efecto contrario. La reforma 
ticne una buena intención -nos lo ha dicho el señor 
Ministro-, pero creemos que se va a producir e l  efecto 
contrario, que es complicar mucho más los procesos, v, si 
no, al tiempo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El senor PRESIDENTE: Gracias, sctior Pillado. 
Para turno en contra, tiene la palabra el señor Nava- 

rretc. 

El señor NAVARRETE MERINO: El Grupo Parlamcn- 
trtrio Socialista, en cuva representación me expreso, se 
va a oponer a la admisión de la enmienda, por varias 
razones. 

En primer lugar, se ha hecho alusión a la pretendida 
falta de congruencia del artículo 261 según el dictamcn 
de la Comisión, porque sólo hay una alusión, casi implí- 
cita, a la palabra «requerimiento». Creemos que en el 
primer párrafo del articulo 261. al hablarse de notilica- 
ciones. citaciones y emplazarnientos, la palabra U notifi- 
caciones,, ticne un contenido tan amplio que virtualmen- 
te contiene a cualquier tipo de diligencia judicial. inclui- 
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da  también aquella que tiene como objeto la obtención 
de una respuesta a un determinado requerimiento por 
parte de  un interviniente en el proceso. 

Podríamos invocar razones que a lo mejor no tienen 
que ver con la redacción actual de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, pero sí con otros procedimientos que exis- 
ten en nuestra legislación. Nos parece que no hay ningu- 
na desventaja, sino una ventaja, para la unidad del orde- 
namiento jurídico, en cuanto a que todos los procedi- 
mientos, los judiciales y los no judiciales -y entre ellos 
los administrativos-, todos aquellos que puedan ser asi- 
milados o identificados, se vavan asimilando o identifi- 
cando. 

Dcspui.s de esta introducción, pasamos a lo que era el 
grueso de la defensa del senor Pillado, que trata de colo- 
car,  en primer lugar, la fórmula de la notiticación a tra- 
ves del Agente judicial, en sustitución de la fórmula pro- 
puesta en el dictamen de la Comisión que es, e n  primer 
lugar, intentar la fórmula de la notificación por medio 
del correo; naturalmente, con todas las salvedades que se 
contienen en el propio dictamen de la Comisión para 
aquellos actos particulares en que se considere, atendida 
su circunstancia, más adecuado el empleo de cualquier 
otra lórmula distinta de la que se expresa como regla 
general. La que se expresa como regla general está más 
.justificada. en nuestra opinión, que la que propone el 
señor Pillado, precisamente por la razón invocada de tra- 
tar de idcntiticar, en todo lo que sea posible, el proccdi- 
miento administrativo. que ha sido acunado con postc- 
rioridad a la Ley de Enjuiciamiento Civil, al proccdi- 
miento .judicial. 

El scnor PILLADO MONTERO: Pido la palabra para 
una i-cctificación. 

El señor PRESIDENTE: N o  parccc necesario, pero si es 
muy breve . . . 

El señor PILLADO MONTERO: Muy brevemente, sc- 
nor Presidente. Es s o l a p n t c  en relación con un punto, y 
es que. introducir el ttirmino persona «rcqucridau cn el 
párralo segundo, es cvidenicrnentc una errata. N o  acabo 
de coniprcndcr cómo tratan ustedes de justificarlo. Sim- 
plemente creo que es por no darnos la raz6n; es una 
errata. mírenlo ustedes. Si valiese el argumento de uste- 
des de que e n  <(notificaciones. ya van comprendidos los 
rcq ucrimicri tos,  u t i I iccsc (( not i ficación )) para todos los 
electos, v suprímasc los emplazamientos, citacioncs, et- 
ctitcra. PiCnscnlo ustedes bien, no tiene ningún truco esta 
enmienda, se trata de hacer las cosas bien, señorías. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Navarrctc. 

El scnor NAVARRETE MERINO: Nosotros seguimos 
insistiendo en lo que habíamos expresado. la notificación 
tiene un contenido amplio. que en cada caso concreto 
pucdc tener por objeto la comunicación de una providen- 

cia, puede tener por objeto la comunicación de  un auto, 
puede tener por objeto la citación de  un testigo, el em- 
plazamiento de  una parte y ,  naturalmente, la propuesta 
de una cuestión para que sea respondida por la persona 
requerida. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Vamos a pro- 
ceder a las votaciones. 

En primer lugar, vamos a votar las enmiendas del Gru- 
po Popular a este artlculo 3.", que son la 151 y la 153. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efecticada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 208; a favor, 56; en contra, 144: abstenciones, 
ocho. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas 15 1 v 153, del Grupo Popular, a los artículos 26 1 
y 273. 

Seguidamente votamos la enmienda número 95, del 
Grupo Parlamentario Centrista. 

Comienza la votación. (Puiisa.) 

Efectuada la votacióii, dio el siguiente resirltado: Votos 
ernitidos, 207; u favor, 58; en coiitra, 142; abstenciones, 
siete. 

El senor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda número 95, del Grupo Centrista, al apartado pri- 
mero del artículo 26 l .  

;Podemos votar todo el artículo 3: en una sola vota- 
ción? íAseiitinzieiito.) Así vamos a votarlo. 

Comienza la votación. (Pairsu.) 

Efkctitudu ia iwtacidiz, dio el sigitirrite resiritado: Votos 
emitidos, 207; a tuiwr, 159; eii corztra, 39; absteticioties, 
rllrel'e. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 3:, 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Al articulo 4.,, se han retirado, por el Grupo Popular, 
las enmiendas números 30, 338, 155, 156, 341, 342, 159, 
162. 163, 164 y 35. 

Para la defensa del resto de las enmiendas. tiene la 
palabra el scnor Cancllas. 

El senor CANELLAS FONS: Gracias, señor Presidente. 
Anuncio que, aparte de las relacionadas, se retiran en 

este momento la 327, al articulo 289, v la 328, al artículo 
290. 

Voy a empezar, en primer lugar, por defender la en- 
mienda número 363, al artículo 285. Esta enmienda trata 
de introducir un segundo párrafo en el texto que nos 
ofrece el provecto de Lcv; un párrafo que contiene una 
novedad hasta ahora no contemplada por la Lev rituaria. 
v es la posibilidad de que, a instancia de parte y cuando 
sea necesario practicar con urgencia alguna diligencia de 
prueba fuera del territorio de la jurisdicción del Juzgado 
que conoce del proceso, o cuando el juzgador lo considc- 
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rase fundamental, pueda practicar él, personalmente, la 
prueba, acordando trasladarse al lugar en que aquélla 
haya de practicarse, sin más requisito que el de comuni- 
car previamente al Juez de igual grado, que tenga juris- 
dicción en el lugar de la prueba, la resolución que él ha 
adoptado y las razones que fundamentan este traslado a 
un territorio que no es el de su jurisdicción. 

Entendemos que hay una serie de pruebas urgentes 
para las que la presencia del juzgador que conoce del 
procedimiento es absolutamente esencial porque tiene 
que apreciar una serie de requisitos, una serie de deta- 
lles, una serie de circunstancias que, difícilmente, v aun- 
que se le detallen en el exhorto al otro Juzgado, este Juez 
que no conoce del pleito podría llegar a percibir con la 
sensibilidad que tendrá el Juez encargado de tramitar el 
procedimiento. 

Comprendemos que es una innovación; comprendemos 
que es un tema que se presta a muchas discusiones, in- 
cluida la que se nos argumentó en Comisión de que el 
lugar de nuestra propuesta no era la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, sino la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Sobre colores hay muchas opiniones. Nosotros entende- 
mos que éste es el sitio. Nosotros entendemos que es una 
agilización del procedimiento, una mejora de la práctica 
de la prueba y por ello la sometemos a votación pidiendo 
del Grupo mayoritario que reconsidere, puesto que dije- 
ron que no era inútil nuestra propuesta, la posibilidad de 
aceptarla. 

Seguidamente paso a defender la enmienda número 
32, al artículo 292. En Comisión se nos dijo que era una 
enmienda razonable, que era lógica porque, en definiti- 
va, no trata más que de aclarar, redactándolo de otra 
forma, el texto que viene ofrecido en el proyecto de Ley; 
texto que resulta sólo inteligible después de unas cuantas 
lecturas, puesto que introduce la obligación de pagar 
gastos originados por la vía de apremio, cuando todavía 
no se ha incoado esta vía de apremio. 

Nuestra redacción distingue perfectamente que la par- 
te a cuya distancia se libre el exhorto queda obligada a 
satisfacer los gastos que se originan por su cumplimien- 
to, que pagará, naturalmente, tan pronto como se remita 
la cuenta de ellos; antes no puede. 

Si transcurridos ocho dias -añadimos- no acredita 
haberlos satisfecho, el Juzgado o Tribunal exhortante 
acordará de oficio para su cobro la iniciación de la vía de 
apremio. Contra este auto, concluimos, no se admitirá 
recurso alguno, sin perjuicio de poder elevar el apremio 
mediante el pago íntegro de los gastos reclamados. 

La única objeción, digamos seria, que se nos opuso a 
esta redacción, fue la inclusión del inciso de que contra 
este auto no se podría admitir recurso alguno, diciéndo- 
nos que no parecía el lugar adecuado de hablar sobre la 
posibilidad de si una resolución judicial es susceptible de 
recurso o no. Entendemos que es perfectamente lógico, 
que es perfectamente congruente con lo que figura en 
otros preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, inclu- 
so con la reforma actual, como en los artículos 495 y 693, 
en los que expresamente se dice que contra una determi- 
nada resolución del Juez o Tribunal no cabrá recurso 

alguno, o cabrá tal o cual recurso. Por tanto, no resulta 
extemporáneo aquí, aunque lo saquemos del capítulo co- 
rrespondiente a recursos, decir que contra esta resolu- 
ción no cabe recurso alguno. 

A continuación defiendo, señor Presidente, la enmien- 
da número 33, de nuestro Grupo, relativa al artículo 293, 
enmienda que pretende que en la primera parte del pun- 
to primero de este artículo se suprima el inciso que dice: 
u v  lo necesario para que se practiquen las diligencias que 
en i.1 interesan.. ¿Por qué? Porque anteriormente, el pre- 
cepto nos dice que el órgano jurisdiccional que reciba el 
exhorto dispondrá su cumplimiento. Evidentemente dis- 
pondrá todo lo necesario para que se cumpla el exhorto, 
para que se cumpla el ruego que ha recibido de otro Juez 
y se le pueda prestar a éste el auxilio que está solicitan- 
do. Si el Juez, el órgano jurisdiccional que recibe el ex- 
horto, dispone su cumplimiento, evidentemente tendrá 
quc disponer todo lo necesario para que se practiquen las 
diligencias que en él se interesen, porque si no, no ten- 
dría sentido disponer su cumplimiento. O lo dispone to- 
talmente o no lo dispone. Lo que no puede el Juez exhor- 
tado es empezar a entrar a distinguir: esto lo cumplo y 
esto no lo cumplo. Tiene que cumplirlo en su integridad. 

Señor Presidente, en este artículo se suscitó por parte 
del ponente socialista una llamada de atención sobre el 
hecho de que se repetía cacofónicamente en dos líneas 
muy próximas la palabra «caso», v que habría que cstu- 
diar una redacción que obviara esta dificultad observa- 
da. 

El señor PRESIDENTE: ¿Qué articulo, señor Cañellas? 

El señor CANELLAS FONS: El 293, que dice: «salvo el 
caso...n y «en cuyo caso...u. Quedamos en que esto se 
estudiaría, y he hecho llegar al Grupo Socialista una pro- 
puesta de redacción diferente en la que se obvia esta 
cacofonía, y que ahora someto a la Presidencia, aparte de 
la enmienda 33, que pide la supresión de un inciso. (El 
senor Catiellus pasa s u  propuesla u la Presidencia.) 
Y me parece que no quedan por defender en este artí- 

culo más que las enmiendas 165, 166, 167 y 168, que en 
Comisión ya habíamos quedado que serían objeto de es- 
tudio y que podríamos llegar a un texto que recogiera 
este artículo en forma más ordenada: texto que, tengo 
entendido. el Grupo Socialista va a proponer como en- 
mienda transaccional. Me lo han hecho llegar y estamos 
totalmente de acuerdo. por lo cual me parece ocioso de- 
fender ahora estas enmiendas. 

Nada más, senor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: En relación con el artículo 293 
hay una propuesta. Se sustituye acasou por .salvo que en  
la resolución a que se hace referencia en el artículo 290.. 

¿Están de acuerdo en la corrección tecnica en cuanto 
al artículo 293, para sustituir una de las dos veces la 
palabra «caso*? (Pausa.) 

El artículo 293 dice: .El órgano jurisdiccional que re- 
cibiere el exhorto dispondrá su cumplimiento y lo nece- 
sario para que se practiquen las diligencias que en él se 
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interesen, devolviéndolo directamente al exhortante una 
vez cumplimentado, salvo el caso en que se designase en 
la resolucion a que se hace referencia en el artículo 290 a 
una persona o personas para la tramitación, en cuyo ca- 
SO...». La propuesta de corrección técnica que hace el 
señor Canellas es la siguiente: “El órgano jurisdiccional 
que reciba el exhorto dispondrá su cumplimiento y lo 
necesario para que se practiquen las diligencias que en él 
se interesen, devolviéndolo directamente al exhortante, 
una vez cumplimentado, salvo que en la resolución a que 
se hace referencia en el artículo 290 se designe a una 
persona o personas para su tramitación, en cuyo caso se 
le entregará bajo su responsabilidad para que cuide de 
su devolución )>. 

Muchas gracias, señor Canellas, en nombre de  los ser- 
vicios de la casa, que tendrian que haber hecho esta co- 
rrección, porque está muy bien hecha v la aceptamos. 

El señor Sánchci. Barberán tiene la palabra. 

El señor SANCHEZ BARBERAN: N o  hay ningún in- 
conveniente por nuestro Grupo, por supuesto. 

El scnor PRESIDENTE: En relación con este tema, pe- 
ro icon el resto de las enmiendas? 

El señor SANCHEZ BARBERAN: Como ha anunciado 
el portavoz del Grupo Popular, en cuanto al articulo 300 
se presenta enmienda transaccional, que hemos hecho 
llegar a la Presidencia. a las enmiendas números 135, 
136. 166. 167 v 168. del Grupo Popular, y a la enmienda 
número 82 ,  del Grupo Mixto. 

El senor PRESIDENTE: iY en relación con el resto? 

El scnor Navarrctc tiene la palabra. 
(Puirsa .I 

El señor NAVARRETE MERINO: Aunque vov a ser 
muy breve, porque creo que es el deseo de todos los asis- 
tentes, por delcrencia a quien me ha precedido en el uso 
de la palabra, le contesto desde la tribuna, indicando que 
la enmienda 363 al articulo 285, que trata de lo que es el 
tema de estos articulos. el auxilio interjurisdiccional. 
presenta, en su párralo primero, ligeras variaciones gra- 
maticales que, en sustancia, no anadcn nada al informe 
dc  la Ponencia. 

En cuanto al segundo párrafo. que es la reforma verda- 
deramente sustancial del informe de la Ponencia, plantea 
un problema que va lo hicimos ver en la Comisión, que 
es el terna de  la posibilidad d e  extender, de  prorrogar la 
jurisdicción ordinaria de un Juez lucra de su dcmarca- 
ción v con el objeto de poder proceder u la práctica de  
determinadas diligencias, que es una realidad material 
que exis te  e n  numerosos procesos judiciales, pero que va 
está atendida e n  la Lcv de Enjuiciamiento Civil, rcdac- 
ción anterior, y en la que actualmente se propone. por el 
procedimiento precisamente del auxilio interjurisdiccio- 
nal. Es decir, que la fórmula que aquí se nos proponc, 
por lo pronto, sistcmáticamente quedaria fuera de la ubi- 

cación que tiene, porque nos estamos refiriendo al auxi- 
lio jurisdiccional y su cabida sistemática estaría donde 
se hablara de la competencia territorial, del contenido 
territorial de  la jurisdicción. Naturalmente que las 
Leyes, muchas veces, no son un dechado de  perfecciones 
en materia de sistemática. 

Hay otra razón más de fondo para no admitir la en- 
mienda, y es que se considera como un elemento funda- 
mental para garantizar la independencia del poder judi- 
cial el que precisamente los Jueces no puedan ser movi- 
dos sino con unas determinadas garantías, que los jueces 
no puedan actuar fuera del ámbito territorial de  su juris- 
dicción v ,  por consiguiente, esta novedad que se propone 
es algo que puede dar  lugar a presiones que alteren los 
equilibrios normales del sistema judicial espanol. Y, ade- 
más, porque, después de siglos de experiencia, todos los 
quc prácticamente tiene nuestra Ley de  Enjuiciamiento 
Civil, la única excepción que se ha establecido en el prin- 
cipio que estamos aquí considerando de improrrogabili- 
dad de la jurisdicción, es la de los Juzgados cspcciales en 
materia penal que, en casos también excepcionales, sc 
cstablcce. 

En cuanto a la otra enmienda, si cs que soy capaz de 
localizarla, me parece que era la número 33,  se propone 
una nueva redacción para el artículo 293 que. como creo 
que mi compancro ya ha expresado, no tenemos inconve- 
niente en admitirla. 

El señor PRESIDENTE: Señor Canellas, tiene la pala- 
bra, con toda brevedad. 

El scnor CANELLAS FONS: Senor Presidente, no  es 
tanto un turno de réplica. sino porque me parece que el 
señor Navarrctc ha tenido un lapsus en su afán de acu- 
mular. 

Hay dos enmiendas, la número 32,  al articulo 292,  que 
nosotros mantenemos y que no ha sido objeto de texto 
alguno, y la enmienda 33,  al articulo 293, que corrige 
dicho articulo tal y como ha sido aprobado, pero que 
seguimos manteniendo, porque pretende suprimir inclu- 
so de este texto corregido -porque vo al hacer la correc- 
ción la limitc a la palabra acaso», no quise tocar nada de 
lo anterior: además. no podía- la expresión “ y  lo necc- 
sario para que se practiquen las diligencias que en él se 
i n t crcscn . )) 

Es decir, falta que nos contesten si aceptan las enmien- 
das 32 y 33. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Na- 
varrct e .  

El señor NAVARRETE MERINO: Pido que me perdone 
el hemiciclo, porque lo que ocurre es que el texto que nos 
daban corno informe de  la Ponencia tenia un  error, v eso 
es lo que nos ha despistado. 

Entramos a considerar la enmienda 32, que solamente 
propone una alteración de la redacción literal. Entende- 
mos que cada persona puede tener la opinión de cómo 
está mejor redactado un precepto, pero que realmente no 
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introduce ninguna novedad fundamental. Además, existe 
otra Cámara donde quizá, con ojos más desapasionados 
que los nuestros, pueden ver si realmente una u otra 
redacción es la más correcta. 

Con respecto a la enmienda número 33, va aclarada 
por el Grupo Parlamentario Popular, tenemos que decir 
que nos oponemos al inciso, no  a la supresión de la pala- 
bra ucase*. que hemos admitido, sino solamente al inciso 
que se contiene en la página 47 del informe de la Ponen- 
cia. 

La expresión que se pretende suprimir es la siguiente: 
n... v lo necesario para que se practiquen las diligencias 
que en el se interesan.u Contrariamente a lo que en la 
justificación de la enmienda dice el Grupo Parlamentario 
Popular sobre que esta es una expresión inútil v redun- 
dante, nosotros creemos que el cumplimiento de un  ex- 
horto requiere dos tipos de actividades por parte del 6r- 
gano judicial. La primera, referente al cumplimiento de 
lo que literalmente aparece ordenado en el exhorto, que 
evidentemente tiene un carácter de fatalidad v de inexo- 
rabilidad para el órgano judicial: la segunda, una activi- 
dad diligente y supletoria por parte del órgano judicial, 
que ha de cumplimentar el exhorto, por ejemplo. estable- 
ciendo la fecha para la práctica de una diligencia judi- 
cial, va que en el exhorto solamente se ordena que se 
practique la diligencia, pero el Juez que va a cumplimen- 
tar el exhorto, como consecuencia, tiene que prever las 
circunstancias de tiempo v lugar adecuados para su 
práctica. 

Por consiguiente, estimamos que ese inciso dc ninguna 
manera es supérfluo, v marca que los órganos judiciales 
no son wrobotsu, no son elementos automáticos, sino que 
tienen que poner también una parte de su voluntad v 
entendimiento para el mejor funcionamiento del aparato 
de la justicia. 

El señor PRESI~CIU LE: Tiene la palabra el señor Vega 
Escandón para defender la enmienda 339. al artículo 
286. 

E1 señor VEGA ESCANDON: Vov a defender la en- 
mienda número 339, al artículo 286. porque entiendo que 
el Grupo Parlamentario Socialista debe darse cuenta de 
que en el texto que figura aprobado por la Comisión, de 
quedar así, indudablemente, existirá una laguna, v aun- 
que en España, la creación de lagunas es interesante, 
porque es tierra seca, no lo es en temas legislativos, y,  
además, porque la laguna tiene cierta importancia. 

Se trata de reformar en este artículo 4.' todos los artí- 
culos de la Ley vigente que se refieren al auxilio judicial. 
Yo creo que se ha hecho con la intención de facilitar el 
auxilio judicial y de que el auxilio judicial pueda ser 
pedido por los Jueces de una manera menos formularia v 
más directa que la que venía regulada en la actual Lcv 
de Enjuiciamiento Civil. 

El texto actual dice exactamente: UCorresponderá 
prestar el auxilio al órgano jurisdiccional de igual grado 
o, en su defecto, al inferior en grado más prbximo, salvo 
que el contenido de las actuaciones determine la inter- 

vención de otro distinto*. Yo entiendo que con esto se 
puede producir que un Juez no se pueda dirigir a una 
Audiencia o al Tribunal Supremo, pongo por caso, para 
solicitar el auxilio judicial porque se viene a establecer 
una graduación de petición de auxilio en este artículo 
286. Y mi enmienda, que no es mía, porque me limito a 
copiar, como ya hice constar en su día en la justificación, 
lo que se reguló en su momento para el artículo 786.1 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, donde también se 
trató de facilitar este auxilio judicial, lo que pretende es 
que el auxilio judicial pueda ser directo y sin intermedia- 
rios de ninguna clase y que un Juez pueda dirigirse a 
cualquier otro Juez o Tribunal, sea superior, igual o infe- 
rior, para obtener ese auxilio judicial. 

Creo que de no admitirse esta enmienda -repit- 
existirá una laguna legal y podrían producirse proble- 
mas en la aplicación real de la Lev en su día. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Vega 

Tiene la palabra el señor Navarrete. 
Escandón. 

El señor NAVARRETE MERINO: El señor Vega me 
perdonará que le responda desde el escaño, pero como es 
un tema breve, no merece la pena que nos detengamos 
mucho en su consideración. 

A veces podemos ver ambigüedades, y a los juristas nos 
Ocurre que cogemos una palabra v empezamos a darle 
vueltas y,  al final, como decía Gova. los fantasmas de la 
razón nos crean más problemas. Además, en un ambien- 
te de sequía, como el que hemos padecido en estos años 
anteriores, es frecuente que se padezcan espejismos v 
veamos agua donde no existe. 

El artículo 286 dice que el auxilio jurisdiccional se 
prestará por el órgano igual en grado, en teíminos gene- 
rales, e inferior en grado cuando no exista órgano igual 
en  grado en la misma localidad donde se haya de practi- 
car la diligencia, o el órgano distinto en otros casos. ¿Qué 
sentido tiene esta expresión del artículo 286 de uórgano 
distinto*? Tiene dos expresiones: la primera, cuando el 
auxilio jurisdiccional se presta entre dos órganos judicia- 
les que corresponden a distintas jurisdicc,iones, como su- 
cede cuando en un determinado pleito de naturaleza ci- 
vil sea interesante la práctica de una diligencia por una 
jurisdicción criminal, como remitir un sumario, etcétera, 
o cuando se trate de una jurisdicción contencios-admi- 
nistrativa. El supuesto que motivaba la duda del señor 
Vega v Escandón, que es el caso de que tenga que inter- 
venir un órgano de grado superior, también está conteni- 
do en la expresión del artículo 286 de .otro órgano dis- 
tinto*. 

Por tanto, reiteramos que nos parece que el orden jurí- 
dico, por lo menos en el artículo 286, está completo y no 
necesita ser integrado. 

El señor PRESIDENTE: Tenga tranquilidad el señor 
Navarrete de que la cortesía parlamentaria es exacta- 
mente igual interviniendo desde el escaño que desde 
aquí, incluso en algún supuesto, como en cuanto al tiem- 
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PO, es mejor intervenir desde el escaño. Seguramente es- 
tarán SS. S S .  de  acuerdo conmigo. 

El señor CANELLAS FONS: Quiero decir, que retira- 
mos la enmienda número 343, que no ha sido defendida. 

El señor PRESIDENTE: Queda retirada la enmienda 
343, al artículo 299. 

Las enmiendas del Grupo Mixto,  números 81 y 82, a 
este artículo 4:* se dan por decaídas. 

Quería preguntar al Grupo Popular si e n  la enmienda 
transaccional al artículo 300 es necesario proceder a su 
lectura. (Pausa.) ¿Retiran sus enmiendas? (Pausa.) Quc- 
dan retiradas las enmiendas números 165, 36, 166, 167 v 
168, del Grupo Popular, y decaída la enmienda 82, del 
Grupo Parlamentario Mixto. 

iAlgún Grupo Parlamentario se opone a la tramitación 
de esta enmienda transaccional? (fairsu.)  Se admite a 
trámite v se votará en su momento. 

Vamos a votar todas las enmiendas del Grupo Popular 
al artículo 4:* que están vivas. 

comienza la votación. (Pairsu.) 

Efeciirada la iwiación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 206; a fuipor, 45;  eii contra, 153; abstenciones, 
ocho. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn -  

Pasamos a votar la enmienda transaccional dcl Grupo 

comienza la votación. (Pausa.) 

rniendas del Grupo Popular al artículo 4:. 

Socialista al artículo 300. 

Ef2ctirada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 

emitidos, 206; a favor, 192; en contra, nueve; abstenciones, 
cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional del Grupo Parlamentario Socialista, que 
sustituvc al artículo 300 de la Ley, incorporando en su 
reforma a este artículo 4: 

Vamos a votar los restantes artículos del artículo 4: de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. f fausa . )  

Ef¿xtiruda la votacidti, dio el siguiente resultado: Votos 
eniitidos, 206; a favor, 160; en contra, ocho; abstenciones, 
38. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 4:, 
del provecto dc Ley con la incorporación en el artículo 
300 de  la enmienda transaccional del Grupo Socialista. 

Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Era para salvar una 
incorrección gramatical que aparece reflejada en el infor- 
me de la Comisión en el artículo 290 y que cambia todo 
el sentido de la frase, porque dice: «con expresión del 
alcance de su intervención y de  plazo para su compare- 
cencia», debería decirse: ((v del plazo para su compare- 
cencia >>. 

El scnor PRESIDENTE: Efectivamente, va lo había- 

¿Prefieren que lo dejemos aquí, o quieren continuar? 

En ese caso, se levanta la sesión hasta el martes, 3 de 

mos advertido. 

(Varios señores Diputados: Lo dejamos.) 

abril, a las cuatro v treinta de  la tarde. 

Era la irtia v cuarenta .v cinco minutos de la tarde. 
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